Las regalías y su normatividad: análisis del caso en los municipios de Barranca de Upía, Granada y Puerto Gaitán by Feijo Castellanos, Katherin Vanessa
LAS REGALIAS Y SU NORMATIVADAD: ANALISIS DEL CASO EN LOS 














UNIVERSIDAD LIBRE  
FACULTAD DE DERECHO 













Dedico especialmente este triunfo a Dios y a mi familia, por guiarme, apoyarme y brindarme 
la oportunidad desempeñarme como abogada, por darme las herramientas para buscar a 





















Los agradecimientos de este trabajo están dirigidos a todos aquellos que me apoyaron en el 
desarrollo de mi carrera. Por supuesto a mi familia, docentes y demás asesores que hicieron 
posible el desarrollo de esta temática.  
A la Universidad Libre de Colombia, por darme la oportunidad de ser parte de su alumnado, 





























Calificación (A o I):______________________________________________ 
 
       _________________________________ 
        Dr.  
        
                                                                                  _________________________________ 
                                                 Dr. 
     
       _________________________________  







Presidente Nacional  Jorge Alarcón Niño  
Vicepresidente nacional  Jorge Gaviria Liévano 
Rector Nacional  Fernando Enrique Dejanón Rodríguez 
Censor Nacional  Ricardo Sopó Méndez  
Presidente Seccional  Julio Roberto Galindo Hoyos  
Rector Seccional  Fernando Arturo Salinas Suarez  
Secretario General  Floro Hermes Gómez Pineda  
Decano de la Facultad de Derecho  Luis Francisco Ramos Alfonso  
Director Centro de Investigaciones 
Socio jurídicas  
John FitzGerald Martínez Vargas  













INTRODUCCIÓN ..................................................................................................................... 7 
CAPITULO I. EL SISTEMA GENERAL DE REGALÍAS EN COLOMBIA: 
CARACTERISTICAS, NATURALEZA Y DESARROLLO ................................................. 12 
1.1 El sistema de regalías: estado del arte y presupuesto teóricos. ...................................... 32 
CAPITULO II. LAS REGALÍAS EN EL CASO DEL META ............................................... 40 
2.1 Los hallazgos e incidencias fiscales del Sistema General de regalías en algunos 
municipios del Departamento del Meta. .............................................................................. 41 
2.2 ¿Son las regalías cheques al portador? Análisis desde el presupuesto teórico de la 
descentralización fiscal de los entes territoriales. ................................................................ 53 
CAPITULO III. LOS MEDIOS DE CONTROL E INCENTIVOS POR CUMPLIMIENTO 
PARA EL CASO DEL SISTEMA DE REGALÍAS EN EL DEPARTAMENTO DEL META
.................................................................................................................................................. 68 
3.1 La ampliación normativa de la regulación actual del sistema general de regalías en 
Colombia. ................................................................................................................................. 69 
3.2 Una nueva reglamentación que incluya los mecanismos de control es la propuesta 
desde el enfoque del positivismo jurídico. ........................................................................... 74 
CONCLUSIONES ................................................................................................................... 76 













Con la entrada del siglo XIX, se presentó en el mundo un cambio de gran importancia, 
que incidió en las dinámicas sociales existentes. La revolución industrial, es el momento 
histórico en el cual, se dio un gran paso en la modificación de los modos de producción, y en 
la creación de formas y relaciones económicas que se basan en el libre mercado y la 
explotación de recursos desde un sistema capitalista.  
Las demandas energéticas, han hecho del petróleo uno de los bienes con mayor 
explotación, debido a que sus derivados también han adquirido bastante importancia en la 
actualidad. La exploración, explotación y comercialización del petróleo y sus derivados, se 
constituyen en uno de los negocios con mayor importancia en la economía mundial. Incluso, 
la explotación de dicho recurso se ha convertido en un elemento fundamental en el modelo 
económico actual, ya que hace parte de una cadena de producción que mueve la economía de 
muchos países desarrollados y en vía de desarrollo.  
La inclusión del petróleo como parte del modelo económico colombiano, se presenta 
desde inicios de siglo, cuando se realizan las primeras concesiones de tipo petrolero, Sin 
embargo, la explotación de este bien aun cuando ha traído importantes beneficios económicos 
tratándose de impulso de los mercados, ha traído consigo otros problemas que tienen su 
principal asidero en la corrupción.  
En Colombia uno de los Departamentos donde se presenta extracción petrolera es el 
departamento del Meta. Aun cuando existe esta actividad, los índices de desarrollo no son 
favorables, por el contrario, se presentan casos de corrupción que deben ser tenidos en cuenta 




territorial y de pertenencia al departamento del Meta por parte de los pobladores de esta área, 
la corrupción y la falta de gobernabilidad de los administradores locales y departamental, 
junto con la debilidad institucional de Cormacarena (...)”. (Díaz, 2015, p.80).   
Este tipo de problemáticas de redistribución de recursos, dieron origen al sistema de 
regalías establecido en los artículos 360 y 361 constitucionales. A raíz de los fenómenos de 
corrupción, y una inequidad en la distribución de recursos, el Estado reformó el sistema de 
regalías mediante el Acto Legislativo No. 05 de 2011, cuya finalidad fue la redistribución 
equitativa de los recursos que provienen del sector minero – energético. Al efecto la 
exposición de motivos que precedió el Acto Legislativo No. 05 de 2011, señaló lo siguiente:  
“Una intervención adecuada de las autoridades económicas durante los periodos de fuerte 
crecimiento de los ingresos por dichos conceptos, debe garantizar el principio de equidad en 
la distribución de la riqueza extraída del subsuelo en tres dimensiones: Primero, generar 
ahorros para épocas de escasez, promover el carácter contraciclico de la política económica, y 
mantener establece el gasto público a través del tiempo. Este es un concepto de equidad 
intergeneracional. Segundo, un mecanismo de inversión de los ingresos minero – energéticos 
que priorice su distribución hacia la población más pobre y contribuya a la equidad social. 
Tercero, el reconocimiento de los recursos del subsuelo como una propiedad de todos los 
colombianos, debe favorecer el desarrollo regional de todos sus departamentos y municipios. 
Este concepto de equidad regional fortalece la integración de diversas entidades territoriales 
en pos de proyectos comunes; promueve, además, la coordinación y planeación de la 
inversión de los recursos y priorización de grandes proyectos de desarrollo” (Congreso de la 





Si bien es cierto, las intenciones del constituyente son más que justas y válidas, la 
realidad de la distribución del sistema de regalías no ha generado la efectividad que se 
esperaba del mismo. El mismo contralor de la república en pronunciamiento del 3 de mayo de 
2018 para el diario El País, indicó lo siguiente:  
“El contralor General de la República, Edgardo Maya Villazón, aseguró durante el seminario 
Sistema General de Regalías, Evaluación y perspectivas de reforma, que este mecanismo 
fracasó en el país por cuenta de la ineficiencia y la corrupción.  
(...)  
El Sistema General de Regalías, entregó en la práctica una chequera en blanco a las entidades 
territoriales, permitiendo que los recursos deriven fácilmente hacia la esfera del clientelismo y 
la corrupción” (El País, 2018, prr. 3 y 5). 
A partir de esta situación socio jurídica problemica, en el presente informe de 
investigación se pretende analizar cuál es la incidencia que ha tenido el sistema de regalías 
para el caso de algunos municipios del Meta. En ese sentido, la pregunta de la que se parte es 
¿Cuál ha sido la incidencia e impacto que ha tenido el sistema general de regalías 
consagrado en el Acto Legislativo No. 05 de 2011 en los municipios de Barranca de 
Upía, Granada y Puerto Gaitán, del Departamento del Meta, desde el ámbito económico 
y social? 
Con esta pregunta de investigación se pretende analizar desde el ámbito social y 
económico cual es la incidencia que ha tenido el cambio constitucional consagrado en el Acto 
Legislativo No. 05 de 2011 y la importancia que ello tiene como forma de evitar fenómenos 
de corrupción, uso inadecuado de recursos públicos, entre otros, lo que supone una novedad 




del sistema general de regalías es la distribución equitativa de recursos y con ello la 
satisfacción de las necesidades de los colombianos, como fin primigenio del Estado.  
Ahora bien, la hipótesis de la que se partió es que la implementación del sistema 
general de regalías consagrado en los artículos 360 y 361 constitucionales, no cumple con su 
finalidad, en especial en lo relacionado con la redistribución equitativa de los recursos, 
principalmente por el fenómeno de corrupción en las regiones petroleras. Ello deja entrever 
que la incidencia o impacto que tiene el sistema general de regalías lejos de dar una solución 
de fondo a la crisis económica de algunas regiones del país, las acrecienta como es el caso del 
Departamento del Meta que, a pesar de contar con un importante recurso petrolero, tiene poco 
desarrollo económico.  
De acuerdo con la hipótesis y el problema propuesto, el enfoque de la presente 
investigación es de carácter positivista en tanto se refiere a un estudio normativo de la 
incidencia que tiene el Acto Legislativo No. 05 de 2011 en las condiciones socio – 
económicas de los municipios de Barranca de Upía, Granada y Puerto Gaitán, del 
Departamento del Meta, así como su importancia desde el punto de vista jurídico, teniendo en 
cuenta la efectividad de la norma.  
Así las cosas, el objetivo general de esta investigación es el de determinar la 
incidencia e impacto que ha tenido el sistema general de regalías consagrado en el Acto 
Legislativo No. 05 de 2011 en los municipios de Barranca de Upía, Granada y Puerto Gaitán, 
del Departamento del Meta, desde el ámbito económico y social. De otro lado, la 
investigación que se propone se encuentra enmarcada dentro de la visión y misión de la 




protección de los derechos fundamentales consagrados en la Constitución Política, desde la 
correcta inversión de los recursos que provienen del sistema general de regalías.  
Para lograr este cometido se acudió a un tipo de investigación cualitativa. Así mismo, 
para sistematizar ello, se realizó un diagnóstico a partir de la norma, es decir de su naturaleza, 
aplicabilidad, su finalidad y proceso de conformación, así como un estudio del caso de los 
municipios ubicados en el Meta, en relación con los resultados que ha arrojado el sistema 
general de regalías. De acuerdo con lo anterior, el método de investigación propuesto fue el 
de análisis y síntesis, partiendo de la norma como objeto de estudio, y como referentes o 
categorías de investigación (i) la naturaleza del sistema general de regalías su aplicación en 
Colombia (ii) la aplicación del sistema general de regalías en los municipios de Barranca de 
Upía, Granada y Puerto Gaitán, del Departamento del Meta y sus resultados, (iii) y la 
propuesta de un medio de control para el seguimiento de la ejecución de los recursos que 
provienen del sistema general de regalías.  
Cada uno de los capítulos desarrollará estos objetivos, y contendrá en el caso del 
primer capítulo una descripción detallada del marco normativo y la naturaleza del sistema 
general de regalías. El segundo capítulo contendrá el análisis de los resultados en los 
municipios seleccionados y finalmente el tercero indicará las recomendaciones dadas para la 







CAPITULO I. EL SISTEMA GENERAL DE REGALÍAS EN COLOMBIA: 
CARACTERISTICAS, NATURALEZA Y DESARROLLO  
 
En Colombia, el Estado es dueño del subsuelo y de los recursos naturales no 
renovables. Al encontrarse el Estado a la cabeza de la administración de dichos recursos, 
cuando se da la explotación de un recurso natural no renovable, se genera en favor de éste, es 
decir del Estado, una contraprestación económica que se denomina “regalía” mediante la cual 
se compensa a la sociedad por las consecuencias sociales, económicas, culturales y 
ambientales que genera esta actividad. El legislador ha creado un sistema general de regalías 
como forma de desarrollo económico y redistribución económica de los rendimientos dados 
por la explotación minero – energética. Sin embargo, la realidad del sistema general de 
regalías dista mucho de ser una forma efectiva de redistribución de recursos. En el caso del 
departamento del Meta, para el año 2015 solo se habían destinados recursos provenientes del 
sistema general de regalías para cuatro proyectos:  
Gráfica No. 1. Proyectos de inversión con recursos del sistema general de regalías para 





Fuente: Botero, Hoffman, Hernández, Pico (2015, p. 60)  
Cadena (2018) indica que uno de los mayores inconvenientes del sistema general de 
regalías es la persistencia por el aumento de las brechas de la desigualdad regional, así como 
la atomización de los recursos, donde solo se benefician algunas entidades territoriales, que 
aun con ello, realizan proyectos poco pertinentes y sostenibles. Maya (2015) al respecto 
indica lo siguiente:  
“Dos años después, hay problemas de fondo que persisten: falta de pertinencia de los 
proyectos y la atomización no parecen haberse corregido; los problemas de corrupción que 
demandarían acciones coordinadas entre los distintos entes de control prevalecen, y la 
incapacidad técnica de muchos de los entes territoriales sigue provocando despilfarro de 
malos usos” (Maya, 2015, p. 8). 
Los problemas se presentan principalmente por el mal manejo que se hace de las 
regalías, donde se continua con la heterogeneidad en la capacidad de los entes territoriales en 




consecuencia la concentración y ejecución de estos recursos en proyectos con un bajo 
impacto económico y social. Maya (2015) al respecto indica lo siguiente:  
“(...) desafortunadamente los estudios de la CGR muestran cómo ese fenómenos se mantiene, 
pues el 10% de los proyectos financiados con recursos del sistema concentra el 65% del valor 
total, lo que quiere decir que el valor promedio supera los 14.000 millones de pesos, 
proyectos de envergadura, mientras que el 90% de los proyectos, más de 6.000 son 
“pequeños” proyectos con un valor promedio inferior a $ 850 millones, que dada la magnitud 
de las necesidades identificadas difícilmente lograrían algún impacto”. (Maya, 2015, p. 8)  
Los entes territoriales, les apuestan a los proyectos pequeños, que son menores si se 
tiene en cuenta el porcentaje del presupuesto que se asigna a los grandes proyectos. De 
acuerdo con Cadena (2018) solo el 7% del valor del total de los recursos que hacen parte del 
sistema general de regalías, se concentran en proyectos municipales que no representan los 
intereses regionales, que es precisamente lo que pretende evitar el Acto Legislativo 05 de 
2011, a saber:  
“(...) el alto número de proyectos dirigidos a un solo municipio, indica, que, aunque los 
departamentos se encuentren más beneficiados que los municipios a partir de la 
reglamentación de la Ley 1530, estos no están aprovechando la oportunidad para ejercer un 
mayor liderazgo en el desarrollo e integración de su territorio. Por lo que la multiplicidad de 
proyectos de impacto local dispersa los recursos que deben tener un enfoque de impacto 
regional, y orientarse hacia el fortalecimiento de la competitividad y el cierre de brechas 
regionales” (Cadena, 2018, p. 88). 
Así las cosas, es evidente que para que pueda existir un verdadero impacto regional 
del sistema general de regalías, se requiere que exista una verdadera integración regional que 




su vez, implica un proceso de flujo de información organizada, que tengan en cuenta las 
necesidades de cada entidad territorial, permitiendo así una asociación no solo de intereses 
sino de entidades públicas. Fedesarrollo (2014) en entrevista con algunos miembros de los 
OCAD, indica lo siguiente en materia de articulación de entidades en lo que respecta al 
sistema general de regalías:  
“¿Y cómo ha sido el tema de articulación, para hacer proyectos más grandes, tienen alguna 
estrategia con otros municipios? – Si, lo hemos intentado desde el 2012 pero no lo hemos 
podido constituir. Lo intentamos con Puerto Salgar, que es un municipio de otro departamento 
y otro distrito de regalías. El otro es Honda, que es lo mismo, los tres municipios que son 
vecinos son de tres regiones diferentes y son municipios con dinámicas comunes que facilitan 
la formulación de los proyectos. Con ellos no podemos porque son de otra región y tienen otro 
OCAD” (Fedesarrollo, 2014, p. 249).  
Para el caso del Departamento del Meta, la misma Contraloría General de la 
República indica que a mayo de 2018 existe un detrimento patrimonial por indebido uso de 
los recursos que hacen parte del sistema de regalías por valor de trescientos treinta y cuatro 
mil setecientos cuarenta y seis millones doscientos sesenta y cinco mil cincuenta y cinco 
pesos m/cte. ($334.746.265.055), a saber:  
“En el periodo 2013 a 2017, hemos recibido 295 denuncias por presuntas irregularidades en 
proyectos ejecutados por la gobernación y los municipios del Meta, que han arrojado 
hallazgos fiscales por más de 130 mil millones de pesos.  
La Contraloría General de la República, ha desarrollado 23 auditorías a los recursos del 
Sistema General de Regalías de la Gobernación y municipios del Meta en las vigencias 2013 
al 2017; y como resultado, se comunicaron 159 presuntos hallazgos fiscales por más de 334 





Para el segundo semestre de 2018, tenemos entre otros, una muestra aproximada de 87 
proyectos donde se presume que las obras se encuentran inconclusas, suspendidas, en estado 
de abandono, y no utilizadas, información que fue suministrada por los alcaldes del 
departamento” (Contraloría General de la República, 2018, prr. 3 -5). 
Así mismo, el ente de control indica que este detrimento se ve representando de la siguiente 
manera:  
Tabla No. 1. Detrimento patrimonial en el Departamento del Meta vigencia 2013 – 2017 
por indebido uso del sistema de regalías.  
PROCESO V. AUDITADAS PVCF DETRIMENTO CANTIDAD 
Auditoría 
Gobernación del 
Meta – Conjunta en 
la Gerencia  
2011 y 2012 2013 27.318.206.433 31 
Asignación de 
Trabajo 
Villavicencio Olga  
2011 a 2012 2013 404.383.843 1 
Asignación de 
Trabajo Cabuyero 
2012 2014 0 0 
Asignación de 
Trabajo 01 -2014 
Acacías.  
2011 a 2013 2014 220.500.000 1 
Asignación de 
Trabajo 05-2014 
Puerto Gaitán Nivel 
Central  
2011 a 2013 2014 1.181.200.000 2 
Asignación de 
Trabajo 08 -2014 
Castilla La Nueva  
2011 a 2013 2014 518.735.373 3 
Asignación de 
Trabajo 158 -2014 
Puerto Gaitán  
2011 a 2013 2014 8.532.957.187 13 
Asignación de 
Trabajo 159- 2014 
Gobernación del 
Meta 





Trabajo 274 -2014 
Gobernación del 
Meta  
2012 a 2014 2015 890.456.101 1 
Asignación de 
Trabajo 
Villavicencio Cala  




2012 a 2014 2015 5.926.206.753 5 
Asignación de 
Trabajo 172 -2015 
Vivienda  
2010 a 2015 2015 23.925.911.352 3 
Asignación de 
Trabajo 275 -2015 
Puerto Gaitán  
2012 a 2014  2015 6.483.211.856 3 
Asignación de 
Trabajo 07 -2016 
Castilla La Nueva  
2012 a 2015 2016 13.941.321.256 6 
Asignación de 
Trabajo 08 -2016 
Acacias  
2012 a 2015 2016 5.899.458.952 4 
Asignación de 
Trabajo 09 -2016 
Mapiriripan  
2012 a 2015 2016 1.422.134.037 1 
Asignación de 
Trabajo 141 -2016 
Llanopetrol  
2012 a 2015 2016 9.220.097.000 1 
Asignación de 
Trabajo 166 -2016 
AIM  
2012 a 2015 2016 18.390.029.663 8 
Asignación de 




2012 a 2015 2016 36.991.433.042 13 
Asignación de 
trabajo 310 -2016 
Municipio de 
Puerto Gaitán 
2012 a 2015 2016 41.233.406.288 20 
Asignación de 
Trabajo 13 -2017 
Municipío de 
Puerto López 
2012 a 2016  2017 2.632.692.969 5 
Asignación de 
Trabajo 15 -2017 
EDESA S.A. ESP 





Trabajo 331 -2017 
Gobernación del 
Meta Vcio y Gaitán 
2012 a 2016 2017 60.137.637.717 22 
TOTAL   334.746.265.055 159 
 
Fuente: Contraloría General de la República (2018).   
 
De los anteriores datos es evidente la presencia de un uso indebido de los recursos 
provenientes del sistema general de regalías a nivel nacional y regional en el caso del 
Departamento del Meta. En todos los casos relacionados, existe un factor común y 
determinante, la corrupción y la falta de control en el uso de las regalías en Colombia, que 
precisamente es lo que pretendía evitar la Constitución Política de 1991 y sus modificaciones 
posteriores, en especial la contenida en el Acto Legislativo No. 05 de 2011.  
La Constitución Política de 1991 en sus artículos 307, 360 y 361 señalara la existencia 
del sistema general de regalías. En el caso del artículo 307 el constituyente indicó lo 
siguiente:  
“Artículo 307. La respectiva ley orgánica, previo concepto de la Comisión de Ordenamiento 
Territorial, establecerá las condiciones para solicitar la conversión de la Región en entidad 
territorial. La decisión tomada por el Congreso se someterá en cada caso a referendo de los 
ciudadanos de los departamentos interesados.  
La misma ley establecerá las atribuciones, los órganos de administración, y los recursos de las 
regiones y su participación en el manejo de los ingresos provenientes del Fondo Nacional de 
Regalías. Igualmente definirá los principios para la adopción del estatuto especial de cada 




La finalidad que tuvo la inclusión de los entes territoriales en cuanto a la participación 
de este sistema, fue la redistribución equitativa de estos recursos y su uso adecuado, para el 
desarrollo económico de las regiones. Para ello el artículo 360 inicialmente señalaba la forma 
en que debían explotarse los recursos naturales no renovables, así como los derechos que 
tenían las entidades territoriales sobre los mismos, a saber:  
“Artículo 360. La ley determinará las condiciones para la explotación de los recursos 
naturales no renovables así como los derechos de las entidades territoriales sobre los mismos. 
La explotación de un recurso natural no renovable causará a favor del Estado, una 
contraprestación económica a título de regalía, sin perjuicio de cualquier otro derecho o 
compensación que se pacte.  
Los departamentos y municipios en cuyo territorio se adelanten explotaciones de recursos 
naturales no renovables, así como los puertos marítimos y fluviales por donde se transporten 
dichos recursos o productos derivados de los mismos, tendrán derecho a participar en las 
regalías y compensaciones” (Const. Política, 1991, art. 360). 
En el año 2011 el legislador previendo las inconsistencias y problemáticas que se 
presentaban en el sistema general de regalías, decide modificar el sistema, con el fin de 
garantizar un uso adecuado de este. La principal modificación que se realizó fue la 
distribución de estos recursos, por el Gobierno Nacional, ya no por los entes territoriales. Por 
esa razón, el texto constitucional con la modificación introducida por el Acto Legislativo 05 
de 2011 mantuvo la contraprestación económica a título de regalía en favor del Estado, pero 
dispuso lo siguiente:  
“Artículo 360. (…)  
Mediante otra ley, a iniciativa del Gobierno, la ley determinará la distribución, objetivos, 




provenientes de la explotación de los recursos naturales no renovables precisando las 
condiciones de participación de sus beneficiarios. Este conjunto de ingresos, asignaciones, 
órganos, procedimientos y regulaciones constituye el Sistema General de Regalías” (Acto 
Legislativo 05 de 2011, art. 1). 
 Así mismo, la Constitución Política de 1991 inicialmente indicaba la creación de un 
Fondo de Regalías, para la destinación a las entidades territoriales, sin tener en cuenta su 
destinación, redistribución, etc. El texto previo a la reforma disponía lo siguiente:  
“Artículo 361. Con los ingresos provenientes de las regalías que no sean asignados a los 
departamentos y municipios, se creará un Fondo Nacional de Regalías cuyos recursos se 
destinarán a las entidades territoriales en los términos que señale la ley. Estos fondos se 
aplicarán a la promoción de la minería, a la preservación del ambiente y a financiar proyectos 
regionales de inversión definidos como prioritarios en los planes de desarrollo de las 
respectivas entidades territoriales” (Const. Política, 1991, art. 361). 
Sin embargo, el texto constitucional era ambiguo y no generaba un verdadero 
compromiso institucional en el uso adecuado de los recursos provenientes del sistema general 
de regalías. Por ello con el Acto Legislativo 05 de 2011, se reformó ello y se indicó desde el 
mismo texto constitucional cual era la destinación de estos recursos y su finalidad. Por ello 
indicó con claridad lo siguiente:  
“Artículo 361. Los ingresos del Sistema General de Regalías se destinarán al financiamiento 
de proyectos para el desarrollo social, económico y ambiental de las entidades territoriales; al 
ahorro para su pasivo pensional; para inversiones físicas en educación, para inversiones en 
ciencia, tecnología e innovación; para la generación de ahorro público; para la fiscalización de 




subsuelo; y para aumentar la competitividad general de la economía buscando mejorar las 
condiciones sociales de la población” (Acto Legislativo 05 de 2011, art. 2). 
Así mismo incluyó la participación de municipios, distritos y territorios donde se 
realicen actividades de explotación de recursos no renovables, como también aquellos que 
cuentan con puertos marítimos y fluviales por donde se transporten dichos recursos o los 
productos derivados de los mismos (Acto Legislativo 05 de 2011, art. 2). Con ello se amplía 
el espectro de acción del sistema general de regalías, así como se incluyen los municipios que 
hacen parte de la cadena de producción de los mismos. 
Adicional a ello, el constituyente creó varios fondos para administrar estos recursos, 
tales como los Fondos de Ciencia, Tecnología e Innovación; de Desarrollo Regional; de 
Compensación Regional; y de Ahorro y Estabilización. (Acto Legislativo 05 de 2011, art. 2). 
Cada uno de estos Fondos cuenta con una asignación de recursos previstos por este Acto 
Legislativo, así:  
 “Un porcentaje equivalente al Fondo de Ciencia, Tecnología e Innovación.  
 Un 10% para ahorro pensional territorial.  
 Hasta un 30% para el Fondo de Ahorro y Estabilización.  
 Los recursos restantes se distribuirán en un porcentaje equivalente al 20% para las 
asignaciones directas relacionadas con los municipios y distritos con puertos 
marítimos y fluviales. Un 80% para los Fondos de Compensación Regional, y de 
Desarrollo Regional. Del total de los recursos destinados a estos dos últimos Fondos, 
se destinará un porcentaje equivalente al 60% para el Fondo de Compensación 
Regional y un 40% para el Fondo de Desarrollo Regional” (Acto Legislativo 05 de 




De otro lado, la reforma incluyo un porcentaje destinado a la exploración y 
explotación de yacimientos, el conocimiento y cartografía geológica del subsuelo, en un 2%, 
el cual debe descontarse proporcionalmente de todos los ingresos que hacen parte del Sistema 
general de Regalías. Así mismo estableció la destinación de los recursos de los Fondos de la 
siguiente manera:  
 Fondos de ciencia, tecnología e innovación y de desarrollo regional: Financiación 
de proyectos regionales acordados entre entidades territoriales y el Gobierno Nacional 
(Acto Legislativo 05 de 2011, art. 2). 
 Fondo de Compensación Regional: Se destinan a la financiación de proyectos de 
impacto regional o local de desarrollo en las entidades territoriales más pobres del 
país. Para ello deberán tenerse en cuenta los criterios de necesidades básicas 
insatisfechas, la densidad poblacional y la tasa de desempleo, siendo prioritarias las 
zonas costeras, fronterizas y periféricas (Acto Legislativo 05 de 2011, art. 2). 
 Fondo de Ahorro y Estabilización: Estos recursos son administrados por el Banco 
de la República. En el caso de que los recursos destinados a este Fondo excedan del 
30% de los ingresos anuales de este sistema, el excedente se deberá distribuir entre los 
demás componentes del sistema (Acto Legislativo 05 de 2011, art. 2). 
El Congreso de la República restringió el uso y distribución de estos recursos, al 
señalar que no hacen parte del Presupuesta General de la Nación, ni del Sistema General de 
Participaciones (Acto Legislativo 05 de 2011, art. 2). Ello quiere decir que la destinación de 
estos dineros no son de libre disposición por el Gobierno Nacional, Sumado a ello, se 
establece que la ejecución de los recursos que hacen parte de los Fondos de Ciencia, 




articularse con el plan nacional de desarrollo, así como con los planes de desarrollo de las 
entidades territoriales (Acto Legislativo 05 de 2011, art. 2).  
Ahora bien, los criterios de selección de los proyectos, deberán ser realizados por 
órganos colegiados, y de acuerdo a la destinación de los recursos de cada Fondo y a la 
necesidad de los mismos de la siguiente manera:  
Tabla No. 2. Destinación de los recursos del sistema general de regalías.  
 
 
Proyectos prioritarios  
“Deben ser definidos por órganos colegiados de administración 
y decisión (…) Para el caso de los departamentos en cuyo 
territorio se adelanten explotaciones de recursos naturales no 
renovables, así como los municipios y distritos con puertos 
marítimos y fluviales por donde se transporten dichos recursos 
o productos derivados de los mismos, los órganos colegiados 
de administración y decisión estarán integrados por dos (2) 
Ministros o sus delegados, el gobernador respectivo o su 
delegado, y un número representativo de alcaldes”. (Acto 
Legislativo No. 05 de 2011, art. 2)   
Proyectos y programas en 
Ciencia, Tecnología e Innovación  
“Se definirán por un órgano colegiado de la administración y 
decisión, en el cual tendrán asiento el Gobierno Nacional, 
representado por tres (3) Ministros o sus delegados, un (1) 
representante del Organismo Nacional de Planeación, y un (1) 
representante del Organismo Nacional encargado del manejo 
de la política pública de ciencia y tecnología e innovación (…) 
un (1) Gobernador por cada una de las instancias de planeación 
regional (…) cuatro (4) representantes de las universidades 
públicas, dos (2) representantes de universidades privadas” 
(Acto Legislativo 05 de 2011, art. 2) 
Proyectos de impacto regional  “Se definirán a través de ejercicios de planeación regional por 
órganos colegiados de administración y decisión donde tengan 
asiento cuatro (4) Ministros o sus Delegados y un (1) 
representante del organismo nacional de planeación, los 
gobernadores respectivos o sus delegados y un número 
representativo de alcaldes”.  
 
Fuente: tabla de elaboración propia con base en la consulta del Acto Legislativo 05 de 2011, 
art. 2.  
 
Para el control de este sistema se crea el “Sistema de Monitoreo, Seguimiento, 




eficaz de los recursos que hacen parte del sistema, acudiendo a principios como el de 
transparencia, participación ciudadana y buen gobierno. (Acto Legislativo No. 05 de 2011, 
art. 2). Estas disposiciones fueron articuladas por el Congreso mediante la Ley 1530 de 2012 
“Por la cual se regula la organización y el funcionamiento del Sistema General de Regalías”. 
Dentro de sus fines se encuentran la creación de condiciones de equidad en la distribución de 
los ingresos que provienen de la explotación de recursos no renovables, la adopción de 
mecanismos de inversión de los ingresos que se generan por estas explotaciones, dando 
prioridad a la población de mayor vulnerabilidad y con ello contribuir a la equidad social, 
entre otros (Ley 1530 de 2012, art. 2). 
Dentro de la regulación de este sistema general de regalías se establecieron las 
funciones para cada una de las instituciones públicas que lo componen, incluyéndose los 
órganos colegiados que dan viabilidad a los proyectos prioritarios, y demás entidades que 
están relacionadas con la ejecución de proyectos que se realicen con los recursos de este 
sistema. (Ley 1530 de 2012, art. 3 y ss.). Para el funcionamiento del sistema general de 
regalías, el legislador previo la creación del “ciclo de regalías y compensaciones”, compuesto 
por las siguientes etapas:  
 Fiscalización: Actividades y procedimientos tendientes a garantizar el cumplimiento 
de las normas y contratos relacionados con la exploración de recursos naturales no 
renovables para la determinación adecuada del recaudo de las regalías y 
compensaciones (Ley 1530 de 2012, art. 13). 
 Liquidación: Es el resultado de la aplicación de las variables técnicas relacionadas 
con la producción y comercialización de hidrocarburos y minerales durante un lapso. 




causan desde el momento en el que se extrae el recurso natural no renovable (Ley 
1530 de 2012, art. 14).  
 Recaudo: Comprende la recepción de las regalías y compensaciones liquidadas y 
pagadas en dinero o en especie por quien explota el recurso natural no renovable  y/o 
por la Agencia Nacional de Hidrocarburos y la Agencia Nacional de Minería. (Ley 
1530 de 2012, art. 16).  
 Transferencia: Esta etapa hace referencia a la transferencia del giro total de los 
recursos recaudados por concepto de regalías y compensación en un periodo 
determinado. Estas son realizadas por la Agencia Nacional de Hidrocarburos y la 
Agencia Nacional de Minería, a la cuenta única del sistema general de regalías. (Ley 
1530 de 2012, art. 17). 
 Distribución y giro: En esta última etapa se aplican los porcentajes señalados por el 
Acto Legislativo No. 05 de 2011 de acuerdo a la destinación de cada uno de los 
Fondos que hacen parte del Sistema General de Regalías. Una vez realizada la 
distribución el Ministerio de Hacienda y Crédito Público deberá realizar el 
desembolso de los recursos a cada uno de los beneficiarios del Sistema General de 
Regalías (Ley 1530 de 2012, art. 19).  
Ahora bien, como lo dispuso la Constitución Política de 1991, los recursos que hacen parte 
del Sistema General de Regalías, deben ser destinados a proyectos de inversión que estén 
acordes con el plan de desarrollo nacional y de las entidades territoriales. El legislador 
estableció la procedencia de estos proyectos con recursos del sistema general de regalías 




 Pertinencia: El proyecto debe estar acorde con las necesidades socioculturales, 
económicas y ambientales de la entidad territorial, municipio o departamento que lo 
requiera.  
 Viabilidad: El proyecto debe cumplir con las condiciones juridicas, técnicas, 
financieras, ambientales y sociales que se requieran para su ejecución.  
 Sostenibilidad: El proyecto deberá poder ser sustentado en el futuro con ingresos de 
naturaleza permanente.  
 Impacto: El proyecto debe contribuir con el cumplimiento de metas locales, 
sectoriales, regionales, así como con los objetivos constitucionales del Sistema 
General de Regalías.  
 Articulación: Los proyectos deben articularse con los planes de desarrollos 
territoriales y nacionales, así como establecer la participación de las comunidades 
minoritarias de cada región (Ley 1530 de 2012, art. 23).  
Los órganos colegiados una vez verificadas estas condiciones están en la obligación 
de escoger los proyectos con mayor prioridad de acuerdo con los siguientes criterios:  
 “Impacto territorial. 
 Cumplimiento de las metas sectoriales o territoriales de conformidad con lo 
consignado en los planes de desarrollo nacionales y regionales.  
 El mejoramiento de las condiciones de vida de las comunidades negras y sectores 
minoritarios.  




 Contribución al desarrollo de proyectos de infraestructura en zonas fronterizas, zonas 
de exploración y explotación de recursos no renovables. 
 Para proyectos ya iniciados, así como en aquellos donde se encuentre involucrados 
beneficios para el sector de educación. 
 Proyectos ambientales de recuperación y estabilización de ecosistemas.  
 Proyectos de energías renovables” (Ley 1530 de 2012, art. 27). 
Cada uno de los fondos y sus funciones son regulados por esta ley, así como su propio 
financiamiento. Para el caso que ocupa esta investigación, llama la atención lo regulado por 
el legislador en relación con el Sistema de Monitoreo, Seguimiento, Control y Evaluación del 
Sistema General de Regalías. De acuerdo con el artículo 99, este sistema de define como: 
“(…) el conjunto de actores, normas, procedimientos y actividades que tienen como finalidad 
velar por el uso eficiente y eficaz de los recursos del Sistema General de Regalías. Se 
desarrollará de manera selectiva, con énfasis en acciones preventivas, sin perjuicio de las 
funciones que correspondan a las autoridades competentes en materia de inspección, 
vigilancia y control fiscal o disciplinario; y de investigación, acusación y juzgamiento de 
carácter penal” (Ley 1530 de 2012, art. 99). 
Es función de este sistema garantizar que efectivamente los recursos que hacen parte 
del sistema general de regalías, se ejecuten de manera eficiente y con atención a principios de 
transparencia, de buen gobierno, entre otros. La función de rendición de cuentas de este 
sistema está a cargo del Departamento Nacional de Planeación, quien debe reportar 
bianualmente los resultados de su labor de monitoreo, seguimiento, control y evaluación. 




“1. Monitoreo: Consiste en la recolección, consolidación, análisis y verificación de la 
información correspondiente a la administración e implementar las acciones de mejora que 
sean pertinentes.  
(…) 
2. Seguimiento: Consiste en la verificación periódica y selectiva en forma directa de la 
ejecución y resultados de las inversiones financiadas con recursos del Sistema General de 
Regalías, en términos de eficacia, eficiencia, calidad y cumplimiento de requisitos legales.  
(…)  
3. Control: Consiste en la adopción de medidas preventivas, correctivas y sancionatorias, para 
prevenir o corregir el uso inadecuado, ineficiente, ineficaz o sin el cumplimiento de los 
requisitos legales por los beneficiarios y ejecutores de los recursos del Sistema.  
(…) 
4. Evaluación: Consiste en la valoración periódica y selectiva de la gestión y de los resultados 
obtenidos en la ejecución de las inversiones financiadas con recursos del Sistema General de 
regalías, en términos de eficacia, eficiencia, calidad e impacto de las mismas” (Ley 1530 de 
2012, art. 102). 
Nótese que el legislador si establece mecanismos de control, sin embargo, en la 
práctica persiste la ineficiencia en el manejo de los recursos, e incluso se presentan 
fenómenos de corrupción que era precisamente lo que se pretendía evitar con la adopción del 
Acto Legislativo No. 05 de 2011 como se explicará en el siguiente capítulo con más detalle. 
Ahora, si bien es cierto, el legislador prevé acciones preventivas y sancionatorias, estas se 
encuentran relacionadas con la forma y el cumplimiento de los requisitos legales que deben 




Ahora desde el punto de vista sancionatorio, las causales de su procedencia se refieren 
principalmente a la ejecución de proyectos de inversión sin el lleno de los requisitos legales 
y/o sin haber sido aprobados por las respectivas autoridades, más no indican nada relacionado 
con la ejecución indebida de recursos, a saber:  
“Artículo 113. Causales para adelantar el procedimiento correctivo y sancionatorio. Se 
consideran causales de inadecuado, ineficiente, ineficaz e ilegal uso de los recursos del 
Sistema General de regalías, las siguientes:  
a) Incumplir las normas sobre la utilización y ejecución de los recursos del Sistema General de 
regalías previstas en la presente ley;  
b) Ejecutar con recursos del Sistema General de Regalías proyectos que no hayan sido 
aprobados por los órganos colegiados de administración y decisión;  
c) Ejecutar recursos del sistema general de regalías en gastos de funcionamiento o en gastos o 
inversiones sin competencia legal, o que configuren auxilios o donaciones de conformidad 
con el artículo 355 de la Constitución Política;  
d) Incumplir por causas no justificadas las metas del proyecto aprobado por el órgano colegiado 
de administración y decisión.  
e) Realizar con recursos del sistema general de regalías, inversiones financieras no permitidas o 
abstenerse de realizar las ordenadas legalmente;  
f) F) Renuencia de las entidades beneficiarias o ejecutoras de adoptar las acciones de mejora 
formuladas dentro del componente de monitoreo, seguimiento y evaluación a pesar de haber 
sido objeto de suspensión de giros como medida preventiva” (Ley 1530 de 2012, art. 113). 
Si bien es cierto estas causales son pertinentes, no hacen referencia alguna a los casos 




a cabo, o se hacen de manera incompleta o en el peor de los casos, mediante procesos 
licitatorios amañados que solo buscan el lucro y favorecimiento de algunos sectores de la 
economía, como lo indicó la Contraloría en el informe de auditoría citado con anterioridad.  
Ahora bien, desde el punto de vista histórico, el sistema general de regalías ha tenido 
que ser reformado en varias ocasiones, debido a las falencias que se han presentado y el 
problema de fondo referente a la ejecución idónea de los recursos no se ha solucionado de 
manera eficaz, pues como se evidencia aún hoy no existe un sistema de control confiable que 
garantice la correcta ejecución de este. Pues el sistema consagrado en la Ley 1530 de 2012 
solo se limita a controlar los requisitos legales y formales para la aprobación de proyectos de 
inversión.  
Inicialmente la Ley 141 de 1994, Estableció la distribución de las regalías entre las 
entidades territoriales y políticas, incluyendo departamentos y municipios petroleros, fondo 
nacional de regalías y puertos. Es con esta norma que se da la creación del Fondo Nacional de 
Regalías haciendo aplicabilidad de los principios: de igualdad, ya que por medio de este 
Fondo  pueden participar de los recursos de regalías las entidades territoriales que no sean 
productoras pero que tengan proyectos  que requieran dinero y beneficien el desarrollo del 
país; y de autonomía regional debido a que estipula que este fondo dispone únicamente del 
dinero que no sea entregado directamente a regiones productoras, utilizando el concepto de 
regalías indirectas, que eran adjudicadas en las demás regiones del país que tengan proyectos 
considerados como esenciales dentro del plan  nacional de desarrollo y  teniendo en cuenta la 
densidad de la población, el grado de necesidades básicas insatisfechas y el índice de 
pobreza. Sin embargo, debido a la ineficiencia de este sistema, fue prácticamente derogado 




Posterior a ello, mediante la ley 619 de 2000, se establecieron los criterios de 
distribución de regalías en el país, según la intervención de la entidad territorial en el punto 
de explotación, criterio que determina el porcentaje que reciba dicha entidad; las condiciones 
de manejo variaban si la explotación es terrestre o marítima por lo que también cambian los 
actores beneficiados y el porcentaje de participación sobre dicha explotación. Se daba 
preponderancia dentro de la norma para establecer quiénes son los órganos competentes para 
conocer del manejo y control de la destinación de los recursos económicos. La Corte 
Constitucional mediante sentencia C – 737 de 2001 declaró inexequible esta legislación.  
Mediante Ley 756 de 2002, el legislador estipuló nuevos principios a los que tiene que 
acogerse el fondo nacional de regalías. Sin embargo, al desaparecer el Fondo Nacional de 
Regalías con la promulgación de la Ley 1530 de 2012, prácticamente quedan relegados estos 
principios a los señalados en esta última legislación. Ya finalmente con la promulgación del 
Acto Legislativo No. 05 de 2011 se reforma totalmente el sistema general de regalías 
quedando como se expuso en líneas anteriores, sin solucionar de fondo los problemas de 
equidad y distribución justa de los recursos, así como los problemas de corrupción que aún 
persisten a la fecha.    
De acuerdo con lo anterior, y más aun con los datos consultados en los informes dados 
por la Contraloría General de la República (expuestos anteriormente), se hace evidente la 
necesidad de establecer mecanismos de control eficaces para el sistema general de regalías 
que se extiendan no solo al cumplimiento de requisitos formales de los proyectos de 
inversión, desde un esquema positivista, es decir desde la legislación misma. Previo a 




1.1 El sistema de regalías: estado del arte y presupuestos teóricos.   
 
De acuerdo con lo anterior, existe un conflicto jurídico que, verificado desde el 
ámbito positivista, se relaciona con una incidencia negativa de la regulación actual del 
Sistema General de Regalías. Es decir, existe un conflicto entre el “deber ser” esto es la 
norma, y lo que sucede en la actualidad, es decir “el ser”. Los antecedentes de investigación 
así lo indican, como se analizará a continuación.  
Jaime Bonet (2014, p. 10) respecto de las regalías y finanzas públicas indica que en el 
país son más comunes los casos de despilfarro y malos manejos de las regalías que aquellos 
con administración adecuada de los dineros provenientes de estas. Sostiene que, en materia 
de regalías y compensaciones, el control ciudadano sobre la ejecución del presupuesto debe 
ser prioridad de los gobiernos departamentales y municipios productores, poniendo de 
manifiesto la intervención activa del constituyente primario en la ejecución de estos recursos, 
menciona además que apoyar iniciativas como el comité de seguimiento a las regalías con 
personal ajeno a las administraciones sería una buena herramienta de control de gestión. 
Hernández (2012) indica que el impacto de las regalías petroleras en el departamento 
del meta, teniendo en cuenta la importancia del sector petrolero en la estabilidad 
macroeconómica del país, se percibe una situación preocupante por la tendencia declinante de 
los campos productores y la falta de hallazgos de nuevos pozos petroleros, que ponen en 
riesgo la seguridad de los ingresos para el Estado en el futuro, así como la aspiración 
gubernamental de convertir a Colombia en un país minero y petrolero.  
En lo regional, partiendo de las proyecciones estructuradas con base en la caída de la 
producción Petrolera y, en el caso de no presentarse el descubrimiento de nuevos yacimientos 




provocando altos costos sociales, económicos y políticos, que atentarían contra la 
institucionalidad regional, situación que alerta sobre el peligro de permitir que la economía de 
estas regiones se consolide como “petróleo dependiente” debido a que esta situación agudiza 
las brechas sociales existentes y condena a estas regiones a la dependencia exclusiva de una 
actividad económica cuyo desarrollo depende únicamente de la explotación de recursos 
naturales que no son renovables ( Hernández, 2012 p.11). 
Según Adolfo Meisel Roca (2007) en su investigación denominada, (la Guajira y el 
mito de las regalías redentoras) expone que, con el desarrollo de la economía de 
exportaciones de carbón de El Cerrejón en la década de 1980, se esperaba que además de la 
extracción y exportación de gas proveniente de las costas guajiras, como resultado de los 
encadenamientos productivos, de consumo y fiscales, se superara su pobreza secular.  
Ello no ocurrió, aunque las mejorías son evidentes; la razón por la cual ello no ocurrió 
es doble: estos sectores mineros tienen características de enclave y el tamaño del rezago 
económico en la región era tan grande que los recursos de regalías son insuficientes para 
eliminarlo en unos pocos años. Si bien es cierto, el autor indica que no puede imputarse toda 
la responsabilidad al sistema de regalías, si tiene una gran incidencia en la pobreza que vive 
el departamento, principalmente por la redistribución inequitativa que se hace de los recursos. 
Al respecto Fadul y Peñalosa indican lo siguiente:  
“Cuando se habla de nivel de vida es está haciendo relación a la cantidad de bienes y servicios 
que tienen a su disposición los habitantes de un lugar o región durante determinado lapso de 
tiempo; si una determinada actividad contribuye con más salarios, utilidades e impuestos, 
quiere decir que su producción es mayor y que, por lo tanto, ayuda más a elevar el estándar de 
vida que cualquier otra. Cuando se habla de la explotación de petróleo y su contribución a la 




de regalías, pero maliciosamente se ignora o se pretende ignorar que una alta proporción del 
costo de la explotación del petróleo queda en el país en forma de impuestos, salarios, 
arrendamientos, prestaciones sociales, regalías pagadas el gobierno y a particulares, compras 
de artículos y servicios nacionales y otros. El estado dueño de los yacimientos recibe una 
participación del producido bruto, por concepto de regalías, y de impuesto de producción en 
las propiedades privadas, y otros como cánones superficiarios, sobre la renta, aduanas, etc. 
Pero además la economía se beneficia por otros ingresos en 8 o 10 veces más que el valor que 
obtiene el estado” (Fadul & Peñalosa, 1959 pp. 23-24 ). 
Por su parte Mejía (2017) indica que si bien es cierto el Acto Legislativo No. 05 de 
2011 buscó dar soluciones de fondo a la inequidad, los resultados al año 2017 no han rendido 
frutos, a saber:  
“(…) se ha demostrado que las transferencias en regalías no han contado con unos criterios de 
gerencia y redistribución para corregir la inequidad horizontal observada en los ingresos de 
los entes territoriales. Pues en Colombia se ha evidenciado una distribución regresiva y un 
sistema de gasto público social que favorece a grupos de ingresos relativamente elevados y 
que ignora segmentos de la población con altísimas necesidades insatisfechas” (Mejía, 2017, 
p. 26).  
Rojas y Parrado (2017) indican que, en algunos de los municipios del Meta, existe una 
inconformidad social con la ejecución de las regalías. En su estudio y una vez analizados las 
encuestas realizadas a los habitantes se logra determinar ello, a saber:  
“La ilustración muestra el inconformismo de la población con 49% insatisfacción en la 
ejecución de las regalías en los últimos cuatro años, 36% se siente a gusto con la gestión de 
proyectos de inversión o mejoramiento dirigidos a vivienda, construcción de centros de salud 




desconocimiento de los proyectos que se realizaron en el más reciente periodo de cuarenta y 
ocho meses” (Rojas & Parrado, 2017, p. 58). 
Ahora bien, Valencia (2014) señala que los problemas de ejecución de los recursos 
provenientes del sistema general de regalías, se deben principalmente a los trámites 
dispendiosos que supone la nueva reglamentación, más cuando los proyectos provienen del 
plan de desarrollo del ente territorial:  
“(…) se ha venido generando un constante inconformismo por parte de los gobernantes tanto 
departamentales como municipales debido a la demora en los trámites extensos que representa 
la consecución de dichos recursos para proyectos destinados en beneficio del plan de 
desarrollo (…) todavía existen algunas inconsistencias al momento de facilitar el trámite, 
asignación y giro de estos recursos, y siendo elocuentes con lo que se está planeando este tipo 
de trámite genera que los gobernantes pasen la mayor parte de su mandato haciendo gestión 
sin poder ejecutar en forma satisfactoria lo propuesto en su plan de desarrollo” (Valencia, 
2014, p. 117). 
Ahora bien, de acuerdo con varios estudios los departamentos que mayores recursos 
no renovables poseen por lo general son los que mayor participación tienen del sistema 
general de regalías, como es el caso de los departamentos del Meta y Casanare. Es cierto que 
estos Departamentos reciben grandes sumas de dinero por concepto de regalías. Al respecto 
Baquero (2017) indica lo siguiente:  
“Por medio de la revisión empírica se encuentra que en la medida en que sea mayor la 
dotación de recursos naturales no renovables en las entidades territoriales, es más alta la 
probabilidad de que exista una cierta dependencia de los recursos provenientes de las regalías. 
Por ende, la dependencia es un aspecto que se evalúa en esta investigación y a través del 




departamentos de Casanare y Meta, presentan años donde las regalías representan más que los 
ingresos totales” (Baquero, 2017, p. 40). 
A los riesgos de la corrupción se suman los de indebida ejecución. Al respecto la 
Unidad de Medios de Comunicación (2013) de la Universidad Nacional indica que, aunque el 
sistema general de regalías establecido en el Acto Legislativo No. 05 de 2011 es un gran 
avance en materia de inclusión, puede implicar una distribución errónea de los recursos que 
hacen parte de este, a saber:  
“No obstante el significativo avance en materia de recursos, son muchos los temores de la 
comunidad científica del país por un modelo de asignación que podría convertirse en un 
remedio peor que la enfermedad. Tal como lo advierte el ex - rector de la Universidad 
Nacional, Moisés Wasserman, el modelo adoptado corrige un poco la distribución – la famosa 
mermelada para toda la tostada – sin prevenir el riesgo de “despilfarro”, y en lo que se refiere 
a ciencia, en lugar de financiar las políticas muy pensadas y elaboradas, lleva una política 
implícita, muy diferente, y que no fue el resultado de un nuevo diagnostico o de un mejor 
análisis sino de una negociación coyuntural entre el Congreso y el Gobierno” (Unidad de 
Medios de Comunicación, 2013, p. 22). 
A diferencia de los detractores del sistema general de regalías, Mendoza (2016) 
refiere que el creado por el Acto Legislativo No. 05 de 2011 ha generado una mayor equidad 
en materia de distribución de ingresos. Sostiene que “(…) el nuevo sistema general de 
regalías ha beneficiado a otros departamentos que anteriormente no recibían recursos por 
conceptos de regalías y de acuerdo con el nuevo sistema reciben una participación de las 
regalías que se generan en el país” (Mendoza, 2016, p. 21). 
Por su parte Rojas (2015) indica que si bien es cierto existe una mejoría, las formas de 




detrimentos patrimoniales mayores que los que se presentaban en el caso del sistema de 
regalías que entro a regir con la Ley 191 de 1994. En sus palabras:  
“A partir de lo observado, se concluye que el diseño de la reforma constitucional y legal si 
tiende a subsanar las falencias del régimen anterior de regalías, especialmente las relacionadas 
con la distribución, destinación y beneficiarios de los recursos, la aprobación de los proyectos 
de inversión y la institucionalidad. Sin embargo, el desconocimiento de la naturaleza de las 
regalías, la ausencia de un periodo de transición entre regímenes, la desarticulación de los 
actores intervinientes, el afán por la aprobación de los proyectos, la deficiente capacidad 
técnica en la formulación de proyectos de inversión, la novedad del presupuesto bienal, la 
desarticulación de la norma presupuestal y contractual y la errática implementación podrían 
afectar los objetivos y el alcance de la reforma, llevando a que la comunidad, las entidades 
territoriales y el mismo Gobierno nacional la perciban como un desacierto” (Rojas, 2015, p. 
117). 
Ahora bien, en el caso de las regalías el presupuesto teórico que las ha venido 
sustentando comprende la descentralización. Antes de la década de 1980, bajo la vigencia de 
la Constitución Política de 1886, Colombia era un Estado centralizado políticamente y 
descentralizado desde el ámbito administrativo. El poder ejecutivo concentraba cerca del 80% 
de los ingresos por impuestos del país, desempeñaba de manera directa funciones de carácter 
local y determinaba las funciones y responsabilidades de cada departamento y municipio.  
Con la adopción de la descentralización en Colombia, a finales del siglo pasado, se 
presenta un ajuste estructural que buscaba hacerle frente a la crisis política y fiscal que se 
encontraba el Gobierno Nacional antes de la entrada en vigencia de la Constitución Política 
de 1991. García y Espinosa (2011) indicaron como presupuesto teórico de solución a las 




la participación política. Con ello se esperaba la mejoría en la eficacia, agilidad y 
transparencia en la prestación de los servicios públicos, así como en el cumplimiento de los 
fines del Estado, pues el centralismo político era visto como uno de los principales obstáculos 
para lograr la satisfacción de las necesidades básicas de su población.  
Rojas (2015) al respecto indica que “(…) la descentralización se entendió como un 
instrumento gracias al cual se lograrían el fortalecimiento de la democracia participativa, la 
democratización del régimen político, la rendición de cuentas y, en últimas, la satisfacción de 
las necesidades de la población”. (Rojas, 2015, p. 37). En el caso de la aplicación del sistema 
de regalías, la descentralización no ha tenido los efectos que se esperaban principalmente por: 
 La deficiente capacidad de autogestión de las entidades territoriales de los recursos 
económicos que tienen a su cargo.  
 La presencia de actores armados en ciertas regiones que dificultan las actividades 
extractivas de recursos naturales no renovables  
 El clientelismo en los procesos políticos y licitatorios en las entidades territoriales.  
 El deficiente liderazgo del Estado central frente a la administración de los recursos 
asignados a los departamentos y municipios (Rojas, 2015, p. 38). 
Ahora, en el caso de las regalías, la descentralización se encontraba establecida en el 
antiguo sistema de regalías. Para el caso del sistema actual, aunque se mantienen la 
descentralización administrativa, se ha optado por un sistema mixto, centralizando los 
recursos al Estado y delegando la distribución de los mismos de forma equitativa. Ello como 
se ha venido señalando es un gran avance. Sin embargo, persisten las causas señaladas 




para ejercer un verdadero control fiscal sobre la ejecución de las regalías, como se pasará a 




















CAPITULO II. LAS REGALÍAS EN EL CASO DEL META  
 
Es pertinente indicar cuál fue la estrategia metodológica utilizada para realizar este 
informe monográfico. Esta investigación se realizó dentro de un enfoque socio jurídico que 
tiene como una de sus finalidades más importantes “la concordancia o discrepancia del 
derecho, de sus normas, teorías y principios con la realidad social” (Vanegas et. al, 2011, p. 
42), que para el caso concreto atiende a la discrepancia que existe entre la legislación actual 
en relación con el sistema general de regalías y la realidad de algunos municipios del 
Departamento del Meta.  
Ahora bien, el tipo de investigación que se realizó fue de tipo descriptivo, la cual 
“busca especificar las propiedades importantes de personas, grupos, comunidades o cualquier 
otro fenómeno que sea sometido a análisis (…) miden o evalúan diversos aspectos, 
dimensiones o componentes del fenómeno a investigar”. (Vanegas et. al, 2011, p. 42) Para el 
caso concreto, se busca describir cuales son los presupuestos que hacen parte del sistema 
general de regalías y su incidencia en el caso de los departamentos del Meta, y los 
principales hallazgos que dejan entrever la falta de eficiencia de este sistema.  
Por otro lado, el método seleccionado, corresponde al de inducción y deducción, que 
comprende “una vía del estudio, que parte de hechos singulares y pasa a proposiciones 
generales, para llegar a un conocimiento general”. (Vanegas et. al, 2011, p. 50) que para este 
caso parte de la premisa de que la legislación actual carece de medios de control 





Así mismo, las fuentes utilizadas corresponden principalmente a fuentes secundarias, 
las cuales se “refieren al uso de información proveniente de interpretaciones ya elaboradas 
por teóricos, historiadores, o a las normas mismas”. (Vanegas et. al, 2011, p. 52) Para efectos 
de esta investigación, fueron consultadas la norma y su aplicación para el caso concreto, a fin 
de determinar si es posible la aplicación de ésta o no.  Por último, la técnica utilizada 
correspondió a la revisión documental.  
2.1 Los hallazgos e incidencias fiscales del Sistema General de regalías en algunos 
municipios del Departamento del Meta. 
 
La Contraloría General de la República en el último informe realizado en el año 2018, 
evaluó el sistema de regalías en los municipios de Barranca de Upia y Granada ubicados en el 
departamento del Meta. El primer sujeto de control fue la Gobernación del Meta. De acuerdo 
con el informe rendido por la Contraloría, la Gobernación del Meta en el periodo 
comprendido entre el año 2012 a 2017 no ha cumplido con sus deberes de información en 
relación con la adopción de mecanismos internos de seguimiento que permitan el 
cumplimiento a cabalidad de los proyectos que se financian con los recursos provenientes del 
sistema general de regalías, a saber:  
“Las deficiencias encontradas en cuanto a la falta de mecanismos internos por parte de la 
Administración, no permiten que los proyectos cumplan a cabalidad con la función social para 
el cual fueron invertidos los recursos, toda vez que no se hace uso de las obras construidas 
con recursos públicos, sin hacerse suficiente cobertura a la población más vulnerable” 
(Contraloría General de la República, 2018, p. 26). 
De acuerdo con ello, es claro que hasta tanto no exista una verdadero control por parte 




los municipios ni mucho menos a nivel general en el Departamento. Ahora bien, la 
percepción de la comunidad en el caso del municipio del municipio de Barranca de Upía, es 
bastante baja en relación con la utilidad que ha tenido el sistema de regalías en dicho 
municipio. De acuerdo con la Contraloría General de la República:  
“Las deficiencias encontradas por falta de planeación y deficiencias en la labor de 
interventoría, y los reiterados retrasos en la ejecución de las obras, generan desconcierto e 
inconformiso en la comunidad, por cuanto no se brinda una solución integra, eficaz y 
definitiva a la comunidad, incumpliéndose así, con los fines esenciales del Estado” 
(Contraloría General de la República, 2018, p. 27).  
Recuérdese que uno de los fines que impulsó la adopción del Acto Legislativo No. 05 
de 2011, es la satisfacción de las necesidades de las poblaciones más vulnerables, pues una de 
las deficiencias que traía consigo el anterior sistema general de participaciones era la 
inequidad en la distribución de los recursos. Aún con ello, persiste la misma falencia en el 
Departamento del Meta, pues existen obras inconclusas y que presentan altos retrasos en su 
ejecución que restan credibilidad en la comunidad en relación con el funcionamiento del 
sistema general de regalías.  
Para el caso del municipio de Granada, también existe una flagrante malversación de 
recursos, pues se evidencia falencias constructivas en una obra de suma importancia como lo 
es el Hospital de Granada, que incluso ha generado su desuso y con ello un detrimento 
patrimonial importante para el Estado, a saber:  
Gráfica No. 1 Incumplimiento en el uso debido de los recursos en el municipio de 





Fuente: Contraloría General de la República (2018, p. 28).  
De acuerdo con el análisis de la Contraloría, las deficiencias encontradas en los 
proyectos de infraestructura en el municipio de Granada tienen bastante incidencia en la 
satisfacción de necesidades como es el caso del servicio de salud, a lo que se le suma el 
detrimento patrimonial cuantioso que se genera con la ineficiencia de una obra de 
infraestructura tan importante como lo es el Hospital Municipal, a saber:  
“De igual manera se evidenciaron deficiencias en los procesos constructivos del Hospital de 
Granada, los cuales se traducen en los daños encontrados al momento de la visita como la 
falta de funcionamiento y deterioro por desuso de la obra; generando un detrimento 
patrimonial en cuantía de $ 1.186.222.007” (Contraloría General de la República, 2018, p. 
28). 
En el caso del municipio de Puerto Gaitán para la vigencia 2017, los recursos asignados para 
el sistema general de regalías no fueron ejecutados en su totalidad, e incluso en el año 2012 
hubo solo una ejecución de $15.580.000, siendo destinados un total de recursos de 
$2.808.039.538. Esto fue lo determinado por la Contraloría General de la República para el 





















Fuente: Contraloría General de la República (2017, p. 22).  
Si se analizan las cifras anteriores se puede determinar que la ejecución de los 
recursos provenientes del sistema general de regalías en el municipio de Puerto Gaitán Meta 
es incipiente, lo que a su vez implica una afectación directa de los intereses de los habitantes 
del mismo. Pues al verse una ejecución tan ineficiente, se están dejando de lado las 
necesidades primarias de educación, salud, entre otros servicios que requiere la comunidad. 
La Contraloría concuerda con ello e indica lo siguiente:  
“Producto del análisis de las cifras del cuadro anterior y teniendo en cuenta los resultados de 
la contratación realizada con dichos recursos, se concluye que la entidad no realizó un uso 
eficiente y racional de los recursos de las regalías (…) en procura de maximizar sus 
resultados” (Contraloría General de la República, 2017, p. 22).  
En tratándose de obras realizadas con recursos del sistema general de regalías en el 




Nuevamente se reitera que uno de los puntos álgidos en materia de ejecución debida de los 
recursos que provienen de este sistema, es precisamente la ejecución contractual, pues es a 
partir de la contratación pública donde pueden verse satisfechas muchas de las necesidades 
de la población, y desafortunadamente es donde con mayor frecuencia se presentan los 
fenómenos de corrupción y clientelismo. Para el caso del municipio de Puerto Gaitán la 
Contraloría para la vigencia 2017 señaló lo siguiente:  
“Se estableció como resultado de la evaluación contractual y teniendo en cuenta los 
principios de la gestión fiscal (eficiencia, eficacia y economía), deficiencias en los procesos 
de planeación en la parte contractual, por cuanto varias de las obras ejecutadas presentan 
detrimento a los recursos públicos, una por problemas constructivos y algunas no atendieron 
los fines de la inversión realizada 
En términos de cumplimiento de las normas aplicables y teniendo en cuenta el principio de 
eficiencia, se evidenció que el municipio no dio cumplimiento total a los aspectos jurídicos 
atinentes a los proyectos, y las etapas precontractual, contractual y post contractual de los 
contratos derivados de los proyectos, situación que se soporta en los hallazgos descritos en el 
presente informe, los cuales de acuerdo a su cuantía tienen materialidad y representatividad 
dentro de la contratación de la Entidad” (Contraloría General de la República, 2017, p. 39).  
El inconformismo de la comunidad es palpable en el caso de municipios como Puerto 
Gaitán que se caracteriza por la presencia de actividad de explotación petrolera. De acuerdo 
con el estudio realizado por Rojas y Parrado (2018) en este municipio, el sistema general de 





Gráfica No. 4. Inconformismo de la comunidad frente a la ejecución de proyectos en el 
municipio de Puerto Gaitán – Meta  
 
 
Fuente: Rojas y Parrado (2018, p. 58)  
Si se analiza los anteriores resultados existe un índice del 49% de insatisfacción de la 
comunidad del municipio de Puerto Gaitán, en relación con la ejecución de los proyectos de 
inversión que provienen del sistema general de regalías. Es decir no ven en este sistema una 
forma adecuada para la satisfacción de las necesidades de la sociedad, ni mucho menos un 
medio de solución a las falencias en materia educativa, de saneamiento básico, salud, entre 
otros, que son el foco de avance los planes de desarrollo de los últimos cuatrienios.  
Ahora bien, medir la percepción de la comunidad, aunque demuestra si efectivamente 
se esta cumpliendo o no con la finalidad del sistema general de regalías es indeterminado, 




forma como se maneja el sistema. Además de ello la asignación de recursos del sistema 
general de regalías no es un indicador suficiente. Por el contrario, se debe tener en cuenta es 
realmente la ejecución idónea y el cumplimiento de metas. Al respecto Abril (2017) indica lo 
siguiente para el caso del municipio de Puerto Gaitán:  
“(…) como indican algunos resultados del anexo, ciertos proyectos han sido clasificados 
como hallazgos fiscales dado los resultados de las auditorías realizadas al manejo de las 
regalías. De acuerdo con la Contraloría General de la República (2016) son muchas las obras 
financiadas con recursos de regalías que se terminan y nunca se ponen en funcionamiento, 
para el beneficio de la comunidad, como se aprecia claramente en regiones como los Llanos 
Orientales, en concreto en el departamento del Meta y particularmente en el municipio de 
Puerto Gaitán. (…) Por lo tanto, cabe aclarar que, aunque un proyecto este al 100% de avance 
de ejecución no significa que esté cumpliendo con todos sus objetivos” (Abril, 2017, p. 30). 
De acuerdo a lo anterior, es claro que en el caso del municipio de Puerto Gaitán y en 
los demás municipios analizados del departamento del Meta han dejado en claro que la 
falencia principal del sistema general de regalías es la ejecución. Tanto la Contraloría 
General de la República como otros autores concuerdan con que los proyectos de inversión 
se adelantan y adjudican (en el caso de que se realicen por licitación pública) pero no se 
terminan o se realizan de forma tardía, de tal suerte que no es posible una verdadera 
satisfacción de necesidades, finalidad primigenia de la creación del sistema general de 
regalías. Al respecto Rojas y Parrado, indican lo siguiente para el caso del municipio de 
Puerto Gaitán:  
“Algunos de los proyectos ejecutados fueron terminados de forma tardía por inconvenientes y 
complejidades en los trámites relacionados con permisos de ejecución o en la aprobación del 




fechas de entrega de obras. En la gráfica se observa que 46 personas aseguraron que la 
ejecución de regalías no fue suficiente (…)” (Rojas & Parrado, 2018, p. 59).  
Esta es una constante en el sector petrolero del Meta. A pesar de haber explotación 
del petróleo y sus derivados, la realidad es que no existe realmente una compensación que 
pueda hacerse efectiva. Al respecto López (2016) indica lo siguiente, analizando el sector de 
cobertura de los servicios públicos de alcantarillado y agua potable: 
“Se analizó el impacto de las regalías petroleras en las coberturas de acueducto y 
alcantarillado mediante la tasa de crecimiento de la misma. Para el periodo 2005 – 2009 con 
el modelo estimado para acueducto se logró demostrar que las regalías petroleras no tienen 
un impacto en el crecimiento de las coberturas en dicho servicio, ya que dado su coeficiente 
negativo si estas crecen en 1% se deja de invertir el 2,35% de estos ingresos en proyectos que 
mejoren las coberturas en acueducto. (...) 
Con respecto al periodo 2010 – 2015; se tiene que, dada la nueva Ley de regalías, los 
ingresos por este concepto disminuyen para casi todos los municipios de la muestra, lo cual 
influye en las coberturas de ambos servicios, ya que muchos municipios no mejoran sus 
coberturas con respecto al periodo anterior. El impacto de esta Ley conlleva a que se invierta 
menos en acueducto y alcantarillado, dado que ya la repartición de estos ingresos no se 
concentra solo en los municipios productores sino entre todos los municipios del país” 
(López, 2016, p. 42).  
Aún con ello, en el caso del departamento del Meta, este recibe casi en su totalidad 
por concepto de regalías las mismas sumas de dinero que se derivan de su actividad de 
explotación minera. Luego entonces surge el interrogante ¿Qué sucede entonces con dichos 
dineros, y como se distribuyen? Como bien se indica, a pesar de que el Meta tiene ingresos 




significativas. De acuerdo con la Contraloría General de la República para el año 2017 estas 
son las cifras obtenidas por concepto de regalías, a saber:  
Gráfica No. 5. Ingresos por concepto de regalías por Departamentos para la vigencia 
2017 
 
Fuente: Contraloría General de la República, (2017, p. 55)  
La respuesta a los anteriores interrogantes se encuentra en la existencia de focos de 
corrupción. La Contraloría General de la República para el caso del Meta, es la latente 
corrupción que existe. Indica el ente de control:  
“Claramente no es un modelo de buen gobierno y la corrupción es la que rige el estándar de 
la ejecución de esos proyectos. Están arreglados desde antes de la sesión del OCAD, hay 
unos acuerdos previos que no garantizan la escogencia del mejor proyecto para que sea 
financiado con recursos de regalías, lo que hace que se terminen escogiendo proyectos que no 
son los pertinentes, ni necesarios, sino que si hay un arreglo que convenga más, prima sobre 




bien, pero en la práctica no está funcionando” (Contraloría General de la República, 2017, p. 
105). 
De acuerdo a lo anterior, es claro que el cambio establecido en el Acto Legislativo 
No. 05 de 2011, por lo menos en el Departamento del Meta no garantiza ni la correcta 
ejecución de los recursos que pertenecen al sistema general de regalías, ni pueden contribuir 
con el mejoramiento de las condiciones socioeconómicas de sus habitantes, pues como se 
evidenció en los municipios donde se realiza la extracción petrolera, no se presentan avances 
significativos ni proyectos que contribuyan con el crecimiento regional ni departamental, ni 
mucho menos con el cumplimiento de las metas que se esperan de estos. En ese mismo 
sentido lo considera nuevamente el ente de control al señalar lo siguiente:  
“Como ya se expuso, el diseño institucional del SGR no está basado en incentivos, metas y 
resultados verificables y, por tanto, no incorpora sanciones efectivas para los que no cumplan 
o para los infractores, hecho especialmente crítico en Colombia, donde las condiciones de 
gobernanza de las regiones han estado fuertemente afectadas por el conflicto armado, el 
narcotráfico y la corrupción” (Contraloría General de la República, 2017, p. 105). 
Así las cosas, se hace necesario realizar una evaluación de los mecanismos que serían 
procedentes para dar solución a este problema, como se explicará en líneas posteriores.  
2.2 ¿Son las regalías cheques al portador? Análisis desde el presupuesto teórico de la 
descentralización fiscal de los entes territoriales.  
El nuevo sistema general de regalías otorga autonomía a las entidades territoriales 
para decidir qué proyectos de inversión proyectar cuando se trata de ejecutar los recursos que 
les serán transferidos por parte del sistema general de regalías, sin que existan resultados que 




objetivo primigenio que tienen las regalías, esto es contribuir con la reducción de la pobreza, 
la equidad y la superación de las brechas entre regiones.  
Aún con ello, se considera que el sistema actual constituido mediante el Acto 
Legislativo No. 05 de 2011 y desarrollado por la Ley 1530 de 2012, tiene restricciones o más 
bien falencias en evitar la dispersión de los recursos o garantizar la pertinencia de muchos de 
los proyectos que hacen parte de los planes de desarrollo de las entidades territoriales, pues 
de los datos analizados solo en el caso del departamento del Meta, es evidente no que basta 
con que un proyecto se encuentre bien estructurado, si este no es llevado a cabo o contratado 
con sujeción a los principios de eficiencia, eficacia, transparencia, entre otros. A manera de 
ejemplo, el mismo ente de control denota la ligereza con la que se toman en cuenta las 
regalías en Colombia, a saber:  
“Un alcalde amigo, no voy a decir cuál, que quería gastarse todas sus regalías en un estadio, 
lo cogimos entre cuatro: alcalde usted tiene el municipio con más necesidades insatisfechas 
de todo el país ‘¿cómo va a hacer eso? Dijo que el deporte es una necesidad. Y era el alcalde, 
y en su OCAD es él, puede ser que uno vote que no, pero nunca ocurre que el Gobierno 
Nacional, una vez los requisitos esté cumplidos, se pronuncie sobre la pertinencia o el deber 
ser de los proyectos. Si el proyecto está cumplido, le votan positivo, y son dos votos a uno, y 
se va con su estadio así tenga otras necesidades para resolver 
(...) Si tú le permites a los alcaldes que cojan sus regalías de impacto local y hagan, lo que 
hacen todos, sus dos tres cuadras y arreglen el parque del pueblo, pues eso hacen, y las 
regalías no eran para eso” (Contraloría General de la República, 2017, p. 93). 
 Por estos y otros casos que suceden a nivel general en Colombia se puede afirmar 
que el sistema general de regalías pese a los fines que consagra en su consagración 




OCAD, ejecuten sus proyectos de inversión sin ningún tipo de control real, y por fuera de 
todas las posibilidades de control ciudadano. La misma Contraloría lo señala al decir que  
“(...) se puede afirmar que el SGR, pese a los propósitos de buen gobierno que proclama, 
entregó una chequera en blanco, desatendiendo así con un principio básico de los modelos de 
delegación condicionada, que exige que se establezcan guías y resultados alcanzables en un 
determinado tiempo” (Contraloría General de la República, 2017, p. 93). 
Si se analiza el texto constitucional junto con la Ley 1530 de 2012 no existe dentro de 
su texto, ningún mecanismo para establecer lineamientos o directrices que permitan 
proyectar metas verificables en relación con a la ejecución debida de los recursos que 
provienen del sistema general de regalías. Es más no existe siquiera una regulación expresa 
para el caso sancionatorio cuando no se cumplen con los parámetros establecidos en materia 
de ejecución presupuestal o de impacto fiscal.  
A ello se le suma que la norma prevé trámites engorrosos para la aprobación de los 
proyectos de inversión, lo que conlleva a que existan recursos distribuidos a los entes 
territoriales desde el sistema general de regalías, sin que sean ejecutados en su totalidad. En 
ese mismo sentido lo señala la misma Contraloría General de la República para la vigencia 
2017, a saber:  
“Este diseño conlleva riesgos en la ejecución de los proyectos. Entre 2012 y 2016 el SGR 
distribuyó recursos, entre inversión, ahorro y funcionamiento, por $40,8 billones, A 
diciembre de 2016, los saldos sin ejecutar ascendían 2016 a $10,7 billones (el 26% del total). 
De este valor, cerca de seis billones quedaron en la Cuenta Única del Sistema que administra 
el Ministerio de Hacienda y Crédito Público, MHCP, y $4,7 billones en las cuentas maestras 




Una parte del valor sin ejecutar, $3,9 billones, corresponde a recursos pendientes de 
aprobación de proyectos, rezago que estaría asociado a los problemas de las ET para 
estructurar proyectos, pero también se explica por el complejo proceso que diseñó el SGR 
para la aprobación de los mismos” (Contraloría General de la República, 2017, p. 96). 
A ello se le suma que los proyectos están iniciando de manera tardía y en muchos 
casos no se concretaban con la agilidad necesaria para el cumplimiento de los fines 
esenciales de las comunidades de Puerto Gaitán y los demás municipios analizados. No se 
explica ello, ni tiene razón de ser si se tiene en cuenta que la ejecución de estos recursos no 
requiere de mayores trámites administrativos en relación con su asignación, pues no hacen 
parte del presupuesto general de la nación ni son objeto de sanción al no ser ejecutados. Al 
respecto la Contraloría indica lo siguiente:  
“(...) un total de 2969 proyectos se demoraron más de seis meses en iniciar la ejecución (el 
30%), por un valor de alrededor siete billones de pesos (35% del valor). El 14% de los 
proyectos estarían en una situación crítica (más de nueves meses en iniciar la ejecución), por 
un valor de $3,5 billones (el 17% del valor). 
(...) Cabe recordar que el SGR tiene un sistema presupuestal propio. Los recursos no hacen 
parte del Presupuesto General de la Nación y las entidades territoriales deben 
presupuestarlos, igualmente, en un capítulo independiente. Además de que la asignación de 
los recursos se realiza a partir de fórmulas, los saldos no ejecutados pasan a la siguiente 
vigencia presupuestal como disponibilidades iniciales, sin que haya sanciones para los que no 
ejecutan” (Contraloría General de la República, 2017, p. 102). 
Otro de los puntos clave de ineficacia establecidos con la investigación son los 
riesgos de corrupción que se presenta en los procesos de contratación. Como se ha reiterado 




mecanismos sancionatorios y preventivos, que solo se remiten al incumplimiento de los 
requisitos jurídicos de los proyectos de inversión. Sin embargo, los riesgos de ejecución 
tardía o de no ejecución, no se presentan durante la formulación de los proyectos, sino al 
momento en que estos son incluidos como parte de la contratación de las entidades 
territoriales. La Contraloría General de la República en su informe del año 2017 indicó lo 
siguiente:  
“Los procesos de contratación que realizan las entidades territoriales arrojan serias 
debilidades en cuanto a la selección objetiva de los contratistas, por lo cual para la CGR los 
riesgos de corrupción del SGR continúan siendo altos. A pesar de la que la contratación 
directa representa el 32% y los procesos de concurso (licitaciones, concurso de méritos) son 
dominantes, el problema es que éstos últimos se realizan con un único oferente en más del 
70% del valor de la contratación. Si a los procesos de concurso realizados con un único 
oferente se suma la contratación directa, el resultado es que el 85% de la contratación se 
realiza sin pluralidad de oferentes”. (Contraloría General de la república, 2017, p. 103)  
 
En el caso del Meta la situación de la contratación por la modalidad de contratación 
directa y la manipulación de los pliegos de condiciones es alarmante, pues según la 
Contraloría General de la República, el 90% de los procesos de contratación terminen con un 








Gráfica No. 6. Porcentajes de contratación directa por Departamentos con recursos del 
sistema general de regalías para la vigencia 2017.  
 
Fuente: Contraloría General de la República (2017, p. 104) 
Ahora si bien es cierto, existen otras normas específicas como el Estatuto Anticorrupción 
consagrado en la Ley 1474 de 2011 para tratar estos fenómenos en la contratación pública, 
ello ha afectado de tal forma la ejecución de los procesos de contratación en el Meta. Como 




analizados, muchos de los proyectos inician y no culminan. Si se analiza la gráfica con 
detenimiento en el caso del Departamento del Meta, el riesgo que se corre con “amañar” los 
procesos de contratación con un solo contratista, generan una falta de control real de la 
ejecución de los recursos, pues al no existir otros proponentes que puedan cumplir con el 
proceso licitatorio y al ser adjudicado a uno solo, se les da carta abierta para que manipulen 
tanto la ejecución como las etapas previas a la suscripción del contrato. La misma 
Contraloría, así lo reconoce:  
“Uno de los riesgos que se identificaron es que los formuladores de los proyectos, que en 
buena medida son contratistas, hacen parte de las mesas técnicas, en las que se discuten los 
proyectos: “Se va a aprobar un proyecto en el OCAD y quien está patinando el proyecto es el 
que va a ser el contratista, no ha empezado el proceso y ya tienen claro que se va aprobar y 
quien lo va a ejecutar, se disfraza con un tema de donación de diseños porque no hay una 
consultoría, una donación del que ya sabe que va a ser ejecutor de los diseños del proyecto y 
luego se los cobra por derecha cuando le adjudican la ejecución del proyecto” (Funcionario, 
Empresa Pública del nivel desconcentrado, Departamento) 
(...) 
Generalmente vienen el de planeación y los formuladores que generalmente son contratistas. 
Mientras el SGR siga en manos de contratistas estamos fritos, eso es una desventaja, porque 
se pierde el conocimiento” (Contraloría General de la República, 2017, p. 105). 
La conclusión más desalentadora es que los recursos que finalmente se asignan al 
sistema general de regalías no están cumpliendo con sus objetivos, muy a pesar de las 
reformas que se han venido presentando desde la promulgación del Acto Legislativo No. 05 
de 2011 y la Ley 1532 de 2012, pues si bien es cierto son analizados previamente por los 




la entrega de bienes y servicios (en especial en las obras) y en planeación estratégica. La 
Contraloría indica ello, como una de las fuentes de detrimentos patrimoniales en el caso del 
Departamento del Meta, a saber:  
“Lo cierto es que recursos significativos se han invertido en proyectos que no apuntan al 
cumplimiento de los objetivos de política de las regalías, o que, a pesar de haber pasado por 
todo el proceso de verificación, revisiones en mesas técnicas, conceptos sectoriales etc., no 
son sostenibles, tienen serios problemas de calidad y de planeación, o han terminado 
engrosando las filas de los elefantes blancos, dando lugar a detrimentos patrimoniales” 
(Contraloría General de la República, 2017, p. 106). 
De esta forma y como respuesta al problema de investigación propuesto en el caso del 
Departamento del Meta aun cuando existen recursos significativos provenientes del 
sistema general de regalías estos no son ejecutados de la manera que deben ser, de tal 
suerte que las prerrogativas contenidas en el Acto Legislativo No. 05 de 2011 y la Ley 
1530 de 2012 se hacen insuficientes para garantizar el cumplimiento de los fines del 
Estado en el caso del Departamento del Meta, lo que necesariamente lleva a concluir 
que se hace necesario e imprescindible algún medio de control, una reforma desde el 
legislativo que incentive el cumplimiento de metas y establezca el alcance sancionatorio 
desde el sistema general de regalías y no desde normatividad externa o por remisión.   
Ahora bien, una vez descrito lo anterior, se hace necesario identificar cuáles son las 
principales falencias que existen en la norma y en el Acto Legislativo No. 05 de 2011. Para 
poder lograr ello se hace necesario evidenciar cual era el régimen anterior de regalías sus 





La Constitución Política de 1991 en su artículo 360 indicaba que la explotación de los 
recursos naturales no renovables generaba a favor del Estado una contraprestación 
económica denominada regalía, sin perjuicio de cualquier otro derecho o compensación que 
fuera pactado. Sobre estas regalías y compensaciones, los departamentos y municipios donde 
se adelantaran las explotaciones de recursos no renovables, así como aquellos que 
intervinieran en el transporte de éstos, tendrían un derecho de participación en este sistema 
de regalías.  
Así mismo, el artículo 361 constitucional señalaba que aquellas regalías y 
compensaciones que no fueran asignadas a los departamentos y municipios productores 
harían parte del Fondo Nacional de Regalías, con destinación a la promoción de la minería, 
la conservación del medio ambiente, y la financiación de proyectos prioritarios contemplados 
en los planes de desarrollo de las entidades territoriales.  
La Corte Constitucional en varios de sus pronunciamientos indicó que las regalías y 
compensaciones que hacen parte del sistema contemplado en el artículo 360 son propiedad 
del Estado, y no del Gobierno Central ni tampoco de las entidades territoriales. Por ejemplo, 
en sentencia C – 580 de 1999, el alto tribunal indicó que las entidades territoriales en donde 
se realizara la explotación o transporte tendrían un derecho constitucional de participación 
directa en el sistema general de regalías, por expresa disposición del legislador, no siendo 
acreedores de este derecho aquellas entidades territoriales que no tuvieran ningún nivel de 
participación en la explotación o transporte de recursos no renovables.  
El legislador expidió la Ley 141 en el año 1994, que fue modificada en los años 1996, 
2001, 2002, 2003 y 2009 por las leyes 344, 685, 756, 858 y 1283 respectivamente. Esta 




derecho del Estado a percibir las regalías por la explotación de recursos no renovables, y 
estableció las reglas para su distribución y liquidación. En el marco de estas normas, existían 
dos tipos de regalías: directas e indirectas. Las directas eran aquellas que eran asignadas a los 
departamentos y municipios con derecho de participación. Por su parte, las indirectas eran 
aquellas administradas por el Fondo Nacional de Regalías.  
De acuerdo con este esquema, los beneficiarios directos del sistema de regalías eran 
los departamentos y municipios productores y portuarios y el Fondo Nacional de Regalías. 
Al respecto Rojas (2015) indica lo siguiente:  
“De los recursos asignados en el periodo 1994 – 2009, el 49% de las regalías correspondió a 
departamentos productores, el 23% a los municipios o distritos productores, el 7% a los 
municipios o distritos portuarios y el 21% al FNR (...). Con las regalías directas se 
beneficiaron cerca de 795 entidades territoriales entre 1994 y 2011; sin embargo, el 90% de 
los recursos asignados se dirigieron a 14 gobernaciones y 43 municipios productores o 
portuarios.  
Por su parte, el 80% de los recursos girados durante el mismo periodo perteneció a 
municipios productores o portuarios y a las gobernaciones de los departamentos de Casanare 
(el 21,6%), Meta (el 14,8%), La Guajira (el 9,7%), Arauca (el 9,1%), Huila (el 8,2%), Cesar 
(el 5,7%), Santander (el 5,7%) y Córdoba (el 5,0%), en los cuales habita cerca del 17,4% de 
la población del país”(Rojas, 2015, p. 51). 
De acuerdo con ello, las regalías y las compensaciones solo constituían un derecho 
para los Departamentos productores, haciendo inequitativo el acceso a estos recursos a 
aquellos departamentos o municipios que no contaran con recursos no renovables. Las reglas 
que regían, tenían una destinación especifica de los dineros de las regalías en proyectos de 




contribuyeran con el mejoramiento en los servicios públicos de salud, educación, 
saneamiento básico, mortalidad infantil, etc.  
Inicialmente la Ley 141 creo la Comisión Nacional de Regalías como el órgano 
encargado de controlar y vigilar la correcta utilización de los recursos de este sistema, sin 
embargo debido a deficiencias en el cumplimiento de sus funciones, el Gobierno Nacional 
ordenó su liquidación en el año 2004 y delegó el control del sistema en el Departamento 
Nacional de Planeación, que de acuerdo con el Conpes 3627 de 2009 debía ejercer las 
labores de interventoría que incluían entre otras, las siguientes actividades “(...) las visitas de 
inspección, la contratación de interventorías financieras y administrativas, la suspensión del 
giro de recursos y la sustitución de la entidad ejecutora de los proyectos, cuando se 
demostrará irresponsabilidad o negligencia” (Rojas, 2015, p. 53).  
Aún con ello, la norma no preveía mecanismos de control reales para la ejecución de 
estos dineros. Por el contrario, las entidades territoriales solo se limitaban a presentar 
proyectos de inversión con el fin de ejecutar recursos, sin un control real de ninguna entidad. 
Al respecto Rojas indica lo siguiente:  
“En materia de institucionalidad territorial, la norma no preveía ningún mecanismo o 
instancia especifica a los que los departamentos y municipios debieran ajustarse para 
asegurar la adecuada ejecución de los recursos de regalías. De hecho, se suponía que las 
entidades territoriales observarían las normas sobre planeación, programación y ejecución de 
recursos, contratación y control aplicables en el ordenamiento jurídico colombiano, a las 
demás fuentes de financiación de que disponían” (Rojas, 2015, p. 56). 
La Ley 141 indicaba de manera general solo criterios en materia de distribución, 
recaudo y destinación de los recursos que hacían parte del sistema, pero no señalaba la forma 




proyectos de inversión. Esto influyó en que el sistema general de regalías presentara 
falencias, que finalmente impidieron que los ingresos percibidos por concepto de regalías y 
compensaciones por los departamentos y municipios se convirtieran en mejores condiciones 
de vida. Al respecto Echeverry indica lo siguiente:  
“La necesidad de modificar dicho régimen se identificó desde 2002, cuando los análisis del 
DNP y de algunos académicos evidenciaron: 1) atomización del gasto financiado con regalías 
que se destinaba a gran cantidad de proyectos de poco alcance, 2) incertidumbre en la 
sostenibilidad y continuidad en los proyectos, 3) incumplimiento de los montos dirigidos a 
cumplir las metas de cobertura (entre 2003 y 2005, los departamentos solo invirtieron el 40%, 
cuando debían invertir el 60% y los municipios el 36%, cuando debían invertir el 75%), y 4) 
decrecimiento del recaudo tributario frente al incremento de las regalías en las entidades 
mayores receptoras (Echeverry, 2012, p. 35). 
De estas cifras y porcentajes se puede colegir que la explotación de los recursos 
naturales no renovables, con el esquema del sistema general de regalías anteriores, permitía 
la existencia de bonanzas fiscales sin que estas tuvieran el mismo ritmo de ejecución y 
desarrollo de la economía regional. De otro lado, la distribución de los recursos era 
inequitativa pues solo podían participar los departamentos y municipios productores y/o 
portuarios, dejando de lado otras regiones que podrían haber aprovechado en mejor manera 
estos recursos. Al respecto Rojas indica lo siguiente:  
“(...) 
6. En cuanto al impacto, dicho trabajo señala que un 1 dólar vía SGP es once veces más 
eficiente en aumentar la matricula que 1 dólar vía regalías, en el caso de salud, medido a 
través de la afiliación, el efecto del SGP es 26 más eficiente que los recursos propios y 21 




de las regalías en términos sociales es que los recursos, en una proporción importante, se 
están desperdiciando pues están siendo usados de manera ineficiente, ya que su cuantía no 
tiene relación con el tamaño de la población ni con las necesidades básicas insatisfechas.  
7. El diseño constitucional permitió que los recursos se concentraran en un número pequeño 
de entidades territoriales, sin embargo, ninguna de ellas logró la certificación en el 
cumplimiento de las metas de cobertura mínimas previstas por la norma.  
8. La concentración de los recursos generó un alto grado de dependencia de las regalías y una 
disminución del esfuerzo fiscal.  
9. La ejecución de los recursos de regalías registra casos de utilización indebida e 
irregularidades contractuales; su control se centro en el uso de los recursos y no en su 
impacto, debido a que la auditoría se dirigió a contratos y no a proyectos de inversión”. 
(Rojas, 2015, p. 60)  
Los conceptos analizados demuestran que el anterior régimen de regalías tenía 
problemas de equidad, eficiencia, eficacia y cumplimiento de las normas principalmente por 
fenómenos de corrupción. El 80% de los recursos se concentraban en solo ocho 
departamentos es decir que solo beneficiaban al 17,4% de la población del país.   
El Acto Legislativo 05 de 2011 y la Ley 1530 de 2012 buscaron dar respuesta a estos 
problemas y deficiencias. Con ellos se creó el Sistema General de Regalías (sgr), conjunto de 
ingresos, asignaciones, órganos, procedimientos y regulaciones, que pretende crear 
condiciones de equidad regional en la distribución de los recursos; promover el desarrollo y 
la competitividad de las entidades territoriales; priorizar recursos hacia la población más 
pobre contribuyendo a la equidad social; propiciar la inclusión, la equidad, la participación y 
el desarrollo integral de los grupos étnicos; incentivar la inversión en la restauración social, 




recursos naturales no renovables y propiciar mecanismos y prácticas de buen gobierno 
(artículo 2, Ley 1530 de 2012). 
Esta nueva legislación es una reforma al reparto y la destinación de los recursos y a 
los mecanismos de administración del sistema. Aun con ello y una vez analizados los 
resultados señalados en los acápites anteriores, el nuevo sistema general de regalías y la 
norma que lo contiene no prevé mecanismos reales de control en la ejecución de las regalías. 
Como se analizó en el primer capitulo y en los acápites precedentes, la ejecución de los 
recursos sigue siendo ineficiente y fragmentada, e incluso inocua en algunos casos. La norma 
prevé la forma de distribución de los recursos, la liquidación, el recaudo y promueve el 
acceso en igualdad a estos recursos de todos los departamentos del país. Sin embargo 
presenta falencias en materia de control de la ejecución de estos recursos, pues solo se limita 
a enunciar las funciones de los OCAD como encargados de evaluar los proyectos de 
inversión, pero posterior a ello no indica la norma de que forma se garantizará que ese 
proyecto de inversión aprobado llegará a feliz término.  
A partir de lo observado, se concluye que el diseño de la reforma constitucional y 
legal sí tiende a subsanar las falencias del régimen anterior de regalías, especialmente las 
relacionadas con la distribución, destinación y beneficiarios de los recursos, la aprobación de 
los proyectos de inversión y la institucionalidad. Sin embargo, el desconocimiento de la 
naturaleza de las regalías, la ausencia de un período de transición entre regímenes, la 
desarticulación de los actores intervinientes, el afán por la aprobación de los proyectos, la 
deficiente capacidad técnica en la formulación de proyectos de inversión, la novedad del 
presupuesto bienal, la desarticulación de la norma presupuestal y contractual y la errática 
implementación podrían afectar los objetivos y el alcance de la reforma, llevando a que la 




desacierto. La implementación ha sido errática, en gran medida porque el Departamento 
Nacional de Planeación, no genera un control real sobre los proyectos, sino que simplemente 
se limita a evaluar la destinación de recursos, cuando el control debiera extenderse además 
de la ejecución de los recursos, al seguimiento en la ejecución de cada uno de los proyectos 

















CAPITULO III. LOS MEDIOS DE CONTROL E INCENTIVOS POR 
CUMPLIMIENTO PARA EL CASO DEL SISTEMA DE REGALÍAS EN EL 
DEPARTAMENTO DEL META 
 
En el Acto Legislativo No. 05 de 2011, y en la Ley 1530 de 2012, se consagra el 
actual sistema general de regalías. Su finalidad como se expuso en la introducción era 
garantizar la satisfacción de las necesidades básicas de las comunidades mediante una 
distribución equitativa de los recursos que hacen parte del mismo. En esta normatividad se 
establecen algunos fondos con recursos de destinación específica, orientados a la financiación 
de proyectos de inversión que son de prioridad para las comunidades en situación de 
vulnerabilidad.  
Con ello se esperaba que la explotación petrolera y de otros recursos no renovables 
aliviará las cargas estatales que supone la garantía de los servicios públicos y de otros bienes 
de calidad. Para el efecto el legislador mediante las normas en cita, modificó el sistema 
general de regalías consagrado inicialmente en el artículo 360 de la Constitución Política de 
1991, para con ello garantizar que los Departamentos que no contarán con recursos 
renovables pudieran tener acceso a los mismos y una participación equitativa. Sin embargo, 
para el caso de algunos de los municipios del Meta, en especial el de Puerto Gaitán donde se 
encuentra ubicado el mayor pozo petrolero, no se presenta ello.  
Como se pudo determinar de los datos consultados existen altos índices de detrimento 
patrimonial en esa zona, que han llevado a que los proyectos de inversión no se ejecuten 
correctamente o se hagan de manera tardía. La corrupción, la falta de control y la inexistencia 
real de una vocación de cumplimiento de los objetivos del sistema general de regalías es lo 




consagradas en el Acto Legislativo No. 05 de 2011 y la Ley 1530 de 2012, dejando en vilo la 
forma de descentralización que prevén las mismas para la distribución de los recursos. Por 
ello se considera necesario presentar algunas propuestas de solución que conlleven a la 
creación de controles efectivos para solucionar ello a nivel general y en el Departamento del 
Meta.  
3.1 La ampliación normativa de la regulación actual del sistema general de regalías en 
Colombia.  
 
Pasados siete (7) años después de la entrada en vigencia del sistema general de 
regalías, los resultados dan cuenta de que éste, no ha arrojado los resultados que se esperaban, 
pue son ha logrado corregir los problemas de fondo que caracterizaban el sistema consagrado 
inicialmente en el artículo 360 constitucional, en especial en lo relacionado con las 
herramientas de buen gobierno, la institucionalidad de los OCAD y la gestión de proyectos. 
Es por ello que a continuación se presentan algunas propuestas de solución a ello, como 
puntos o recomendaciones a tener en cuenta por el legislador en una posible reforma a la 
norma:  
La asignación de prioridad en el gasto.  
Uno de los propósitos que tuvo la reforma constitucional del sistema general de 
regalías es garantizar la equidad regional en el acceso a los recursos provenientes del mismo. 
Ello se ha venido cumpliendo si se habla de distribución pues “(...) mientras que, en 2010, el 
80% de la población apenas recibía aproximadamente el 20% de las regalías, con el SGR este 
mismo porcentaje de la población se beneficia de más del 70% de los recursos” (Contraloría 




Sin embargo, la asignación de recursos ha sido dispersa lo que han hecho insuficientes 
los mismos, en especial en los Departamentos del Meta, donde mayor producción petrolera se 
presenta, a lo que se le suma que, aunque existe una destinación específica para la inversión 
en proyectos de inversión en educación, salud, agua potable, entre otros servicios, los 
recursos son de libre destinación, a saber:  
“De otra parte, a diferencia del SGP donde los recursos se transfieren para gastos de 
destinación específica, para proveer un conjunto de bienes que se consideran nacionales 
(educación, salud, agua potable y saneamiento básico); en el caso del SGR los recursos son 
de libre destinación. En efecto, en la reforma al régimen de regalías, el Congreso y el 
Gobierno Nacional renunciaron a asignar prioridades de gasto” (Contraloría General de la 
República, 2017, p. 1130). 
Sobre ello va enfocada la primera propuesta, esto es la fijación de partidas de 
inversión en cada uno de los Fondos. No se trata de sujetar los recursos como se realiza con 
el Presupuesto General de la Nación, sino de conminar a las entidades territoriales a 
planificar estratégicamente estos recursos. Como bien lo señala el ente de control “(...) la falta 
de jerarquización del gasto impide la orientación estratégica de las inversiones, ha facilitado 
que en muchas ocasiones prevalezca el interés particular de gobernadores y alcaldes, 
generando dispersión y fragmentación” (Contraloría General de la República, 2017, p. 131). 
La articulación regional y no municipal  
Otro de los puntos a tener en cuenta en una posible reforma legislativa es la 
articulación real de las regiones y no solo de los municipios de un solo departamento. Como 
lo señala la Contraloría, en la mayoría de los casos benefician solo obras que se encontraban 





“Los proyectos del FDR que se aprueban a través de seis OCAD regionales creados, sumaban 
a diciembre de 2016 más de ocho billones de pesos, el 34% de la inversión total aprobada 
($23,5 billones). Pero no hay proyectos regionales por dos razones fundamentales: la primera 
es que los recursos se distribuyeron a los departamentos, los cuales, frente a la débil capacidad 
fiscal de la gran mayoría, encontraron en los recursos de regalías la fuente para financiar 
obras en sus respectivos territorios.  
La segunda, es que el SGR no tiene una clara visión de lo regional; la ley 1530 de 2012, 
reglamentaria de la reforma a las regalías, definió proyecto regional como aquel que beneficia 
un número significativo de municipios, que pueden ser dos o más. En consecuencia, sólo 
excepcionalmente se presentan proyectos que articulan varios departamentos (once en total), 
incluso en un alto porcentaje impactan sólo un municipio. Así, la existencia de los OCAD 
regionales está seriamente cuestionada, pues los departamentos se reúnen en estas instancias 
para cumplir un requisito meramente formal; a tal punto que algunos actores definieron 
OCAD Regional como “aquel que aprueba proyectos departamentales de mayor valor, pero 
con más gente” (Contraloría General de la República, 2017, p. 132). 
La creación de mecanismos de articulación entre las regiones y no solo dentro de los 
municipios, conllevaría a una mejor planeación en la ejecución de los recursos del sistema, 
por sectores, pues varias de las obras de infraestructura entre otras generarían una mejor 
distribución de recursos, y disminuirían los costos de operación, al generar proyectos 
conjuntos. Al respecto Monsalve (2013) propone lo siguiente:  
“Articulación regional mediante la coordinación y alianzas entre las entidades públicas y 
privadas, locales, departamentales, regionales, nacionales e internacionales de cada sector 
para adelantar acciones propias de las etapas de planificación, ejecución, seguimiento y 




Ello se considera de gran importancia para ampliar el espectro de control y el manejo 
de los procesos licitatorios, pues ello evitaría una injerencia o pactos entre municipios con los 
contratistas pues, así como se atomizan los recursos, se distribuye la responsabilidad 
haciendo insostenible una red de corrupción que requiere de muchos actores para ser llevada 
cabo sin error alguno. Desde el punto de vista de la descentralización Rojas indica necesario 
que la articulación de las regiones se realice desde el ámbito político, con lo que se 
concuerda, a saber:  
“La descentralización es necesaria e importante para fortalecer la democracia, mas no 
suficiente para garantizar eficiencia, eficacia y transparencia en la ejecución de los recursos ni 
en los procesos adoptados por la Nación y las entidades territoriales, dado que no es ajena a 
las instituciones, a las prácticas y relaciones que operan en las gobernaciones y alcaldías. En 
ese contexto, la reforma al régimen de regalías y particularmente su institucionalidad no 
deben considerarse como un instrumento autónomo que por su propia dinámica llevará al 
cumplimiento de los objetivos del sgr; es necesario adoptar ajustes más amplios en materia de 
descentralización, especialmente en cuanto a capacidad técnica y procesos políticos”. (Rojas, 
2015, p. 124)  
La estipulación de funciones de revisión a fondo de los OCAD so pena de sanciones.  
 
Los OCAD fueron consagrados por la Ley 1530 de 2012 como los organismos 
encargados de discutir la pertinencia, necesidad, calidad entre otros elementos que hacen 
parte de los proyectos de inversión que se pretenden financiar con los recursos provenientes 
del sistema general de regalías. Sin embargo, de acuerdo con los informes de la Contraloría 
General de la República, estos organismos solo se remiten a verificar el cumplimiento de 




“Los OCAD se crearon como una instancia que garantizara la calidad de las inversiones y que 
la ley les asignó las funciones de evaluar, viabilizar, priorizar y aprobar la conveniencia y 
oportunidad de financiar los proyectos con regalías, pero en el contexto de una reforma que 
no definió prioridades de gasto para las regalías, que dispersó de entrada una buena cantidad 
de recursos entre los municipios; que no logró dar pautas para orientar las inversiones hacia 
proyectos regionales, tales funciones sólo se cumplen de manera muy parcial, en realidad no 
son espacio de discusión sobre la orientación estratégica de las inversiones. En la práctica se 
constituyeron en espacio para la revisión técnica de los proyectos, que definen las entidades 
territoriales. En tal sentido, los OCAD no cumplen ninguna función de priorización” 
(Contraloría General de la República, 2017, p. 132). 
De acuerdo con ello, se hace necesario que existan unas funciones desarrolladas por el 
legislador para lograr una verdadera funcionalidad de estas instancias, pues estos solo se 
remiten a la aprobación más no a la discusión real de estos proyectos de inversión, y en el 
peor de los casos son asesorados por los mismos contratistas que posteriormente ejecutan los 
recursos. Así las cosas, de no reformarse estas instancias no podrán suprimirse los focos de 
corrupción que se presentan en Departamentos como el Meta.   
La creación de un modelo basado en incentivos y cumplimiento de metas.  
La Contraloría ha sido enfática en señalar que el sistema general de regalías no está 
cimentado en metas o resultados medibles y ello hace inocuo el sistema de rendición de 
cuentas establecido en la Ley 1530 de 2012 a cargo del Departamento Nacional de 
Planeación:  
“El diseño institucional del SGR no está basado en incentivos, metas y resultados verificables 
y, por tanto, tampoco prevé sanciones efectivas para los que no cumplan o para los 




gobernanza en la mayoría de territorios por cuenta del conflicto armado, el narcotráfico y la 
corrupción. En este contexto, haber entregado una chequera en blanco ha conducido a la 
pérdida y a la dilapidación de gran parte de los recursos” (Contraloría General de la 
República, 2017, p. 136).  
Por ello se considera que otro de los puntos importantes es la fijación de metas desde 
un inicio desde la planeación de la distribución de los recursos, medibles y sancionables al no 
ser cumplidas o ejecutadas. Con ello se evitaría la presencia de focos de corrupción. Rojas 
concuerda con ello al señalar lo siguiente:  
“Si no existe un mínimo de capacidades democráticas los instrumentos de gestión 
descentralizada caen presa de la dominación política clientelista, de la corrupción o de la 
violencia de las armas en el orden local. Mientras no existan esas condiciones mínimas será 
necesario recurrir a salidas transitorias de emergencia y priorizar la reconstitución de las 
condiciones de gobernabilidad democrática (…)” (Rojas, 2011, p. 82).  
3.2 Una nueva reglamentación que incluya los mecanismos de control es la propuesta 
desde el enfoque del positivismo jurídico.   
 
La primera evaluación que debe realizar el legislador son los puntos y falencias que 
tiene el sistema general de regalías. En este sentido debe conocerse y entenderse las falencias 
y proponer soluciones desde la norma, por ser esta vinculante para su cumplimiento.  En esa 
medida, serán las entidades territoriales y las regiones (no solo los municipios) quienes deben 
calificar en cada caso concreto las necesidades y proyectar un verdadero plan de desarrollo 
con metas claras y verificables que permitan un seguimiento y control del cumplimiento de 




Aun cuando este criterio es subjetivo, es de gran interés en el ámbito constitucional y 
administrativo, medir, controlar y sancionar la ejecución de estos recursos, pues ello es un 
presupuesto para su validez, y este implica que efectivamente en toda la cadena de ejecución 
se tenga un alto grado de certeza de cumplimiento que no pueda ser objetable posteriormente 
por cumplir con sus finalidades. Al respecto Ramírez (2017) concuerda con ello e indica lo 
siguiente:  
“En los entornos de gobierno local y regional, la descentralización que no está acompañada de 
un sistema fuerte de chequeos y balances, de auditorías sólidas en materia de asignación de 
recursos y de una justicia independiente y capaz de hacer valer los derechos de propiedad, 
conduce a sobrecostos, asignación distorsionada de recursos, y corrupción. El sistema de 
chequeos y balances requiere una adecuada revelación y agregación de preferencias y 
necesidades entre los pobladores, y de participación de los mismos en la definición de 
proyectos” (Ramírez, 2017, p. 47). 
Con ello desde el enfoque positivista se considera necesario que exista mayores 
mecanismos de control de ciudadanos, y de las mismas regiones que conlleven a una 











Las demandas energéticas, han hecho del petróleo uno de los bienes con mayor 
explotación. Sus derivados también han adquirido bastante importancia en la actualidad. La 
exploración, explotación y comercialización del petróleo y sus derivados, se constituyen en 
uno de los negocios con mayor importancia en la economía mundial. Incluso la explotación 
del petróleo se ha convertido en el modelo económico actual, ya que hace parte de una 
cadena de producción que mueve muchas de las economías de los países desarrollados y en 
vía de desarrollo.  
En Colombia uno de los Departamentos donde se presenta extracción petrolera es el 
departamento del Meta. Aun cuando existe esta actividad, los índices de desarrollo no son 
favorables, por el contrario, se presentan casos de corrupción, malos manejos de los recursos 
entre otros inconvenientes que han dejado rezagados los propósitos del plan general de 
regalías desarrollado en el Acto Legislativo No. 05 de 2011. Como se pudo evidenciar no 
existe realmente un control en la ejecución de estos proyectos que conlleve a una verdadera 
gestión de los mismos para el cumplimiento de necesidades. Esto ha conllevado a que no se 
cumpla con los objetivos señalados en el Acto Legislativo No. 05 de 2011, que como se 
reitera eran:  
“Una intervención adecuada de las autoridades económicas durante los periodos de fuerte 
crecimiento de los ingresos por dichos conceptos, debe garantizar el principio de equidad en 
la distribución de la riqueza extraída del subsuelo en tres dimensiones: Primero, generar 
ahorros para épocas de escasez, promover el carácter contraciclico de la política económica, y 
mantener establece el gasto público a través del tiempo. Este es un concepto de equidad 




que priorice su distribución hacia la población más pobre y contribuya a la equidad social. 
Tercero, el reconocimiento de los recursos del subsuelo como una propiedad de todos los 
colombianos, debe favorecer el desarrollo regional de todos sus departamentos y municipios. 
Este concepto de equidad regional fortalece la integración de diversas entidades territoriales 
en pos de proyectos comunes; promueve, además, la coordinación y planeación de la 
inversión de los recursos y priorización de grandes proyectos de desarrollo” (Congreso de la 
República, 2010, p. 2). 
Esta reforma buscó incluir la participación de municipios, distritos en los territorios 
donde se realicen actividades de explotación de recursos no renovables, como también 
aquellos que cuentan con puertos marítimos y fluviales por donde se transporten dichos 
recursos o los productos derivados de los mismos. Con ello se amplía el espectro de acción 
del sistema general de regalías, así como se incluyen los municipios que hacen parte de la 
cadena de producción de los mismos. Adicional a ello, el constituyente creó varios fondos 
para administrar estos recursos, tales como los Fondos de Ciencia, Tecnología e Innovación; 
de Desarrollo Regional; de Compensación Regional; y de Ahorro y Estabilización. 
Así mismo para el control de este sistema se crea el “Sistema de Monitoreo, 
Seguimiento, Control y Evaluación de las Regalías”, cuya finalidad es la de garantizar el uso 
eficiente y eficaz de los recursos que hacen parte del sistema, acudiendo a principios como el 
de transparencia, participación ciudadana y buen gobierno, elementos que fueron articuladas 
y puestas en marcha por la Ley 1530 de 2012. En el caso estudiado en algunos de los 
municipios del Departamento del Meta que son Barranca de Upia, Granada y Puerto Gaitán 
se pudo establecer que existen deficiencias en el cumplimiento de los objetivos señalados por 
el Acto Legislativo No. 05 de 2011 y su reglamentación, pues existen focos de corrupción, 




efectivo de las disposiciones que comprenden estas normatividades, generando un impacto 
negativo para esta región y para estos municipios en particular.  
Recuérdese que uno de los fines que impulsó la adopción del Acto Legislativo No. 05 
de 2011, es la satisfacción de las necesidades de las poblaciones más vulnerables, pues una de 
las deficiencias que traía consigo el anterior sistema general de participaciones era la 
inequidad en la distribución de los recursos. Aún con ello, persiste la misma falencia en el 
Departamento del Meta, pues existen obras inconclusas y que presentan altos retrasos en su 
ejecución que restan credibilidad en la comunidad en relación con el funcionamiento del 
sistema general de regalías.  
Además de ello de los resultados analizados se pudo determinar que la ejecución de 
los recursos provenientes del sistema general de regalías en el municipio de Puerto Gaitán 
Meta es incipiente, lo que a su vez implica una afectación directa de los intereses de los 
habitantes del mismo. Pues al verse una ejecución tan ineficiente, se están dejando de lado las 
necesidades primarias de educación, salud, entre otros servicios que requiere la comunidad.  
En tratándose de obras realizadas con recursos del sistema general de regalías en el 
caso del municipio de Puerto Gaitán no existe realmente una planeación contractual. 
Nuevamente se reitera que uno de los puntos álgidos en materia de ejecución debida de los 
recursos que provienen de este sistema, es precisamente la ejecución contractual, pues es a 
partir de la contratación pública donde pueden verse satisfechas muchas de las necesidades de 
la población, y desafortunadamente es donde con mayor frecuencia se presentan los 
fenómenos de corrupción y clientelismo. 
De otro lado se pudo constatar que el inconformismo de la comunidad es palpable en 




explotación petrolera. Por estas y otras razones se considera necesario que exista una reforma 
normativa que generé mecanismos de control eficientes, y que además tenga en cuenta los 
siguientes puntos:  
 La asignación de prioridad en el gasto.  
 La articulación regional y no municipal.  
 La estipulación de funciones de revisión de fondo de los OCAD so pena de sanciones.  
 Creación de un modelo basado en incentivos y cumplimiento de metas.  
Finalmente, y para dar respuesta a la pregunta de investigación, queda claro que para 
el caso de los municipios de Puerto Gaitán, Granada y Barranca de Upia, la reforma 
establecida por el Acto Legislativo No. 05 de 2011 y la Ley 1530 de 2012 es insuficiente para 
cumplir con los propósitos que tienen los mismos en el caso del de los municipios del Meta 
analizados, lo que hace necesario desde el positivismo crear soluciones normativas que 













Burdeau, G. (1981). Derecho constitucional e instituciones políticas (p. 40). Madrid.: editora 
nacional cultura y sociedad.  
Cadena, M, Y. (2018). Balance institucional del Sistema General de Regalías desde el marco 
del análisis narrativo. Bogotá: Universidad Nacional de Colombia.  
Castillo, F (2011). La reforma a la ley de regalías e impactos esperados en las regiones 
minero-energéticas. (Pp.3-4) corporación para el fortalecimiento de la función social 
Aury Sará Marrugo. Bogotá  
Comisión para el fortalecimiento fiscal de los departamentos, (2008). Federación nacional de 
departamentos. (Pp. 127-130) Colombia: panamericana formas e impresos. 
Contaloria General de la República. Los OCAD y la gestión por proyectos. Recuperado de: 
https://www.uexternado.edu.co/wp-content/uploads/2018/04/ocad.pdf 
Díaz, J. (2015). Efecto de la explotación petrolera sobre el empleo en la comunidad de Vista 
Hermosa, Departamento del Meta: Un caso de desarrollo local. Villavicencio: 
Universidad Nacional de Colombia.  
Congreso de la República de Colombia, Constitución Política de Colombia, Bogotá 1991. 
Congreso de la República. Gaceta del Congreso No. 577 de 2010. Recuperada de: 
http://www.secretariasenado.gov.co/index.php/leyes-y-antecedentes 







Fedesarrollo. (2014). Evaluación Institucional y de Procesos con Énfasis en el Ciclo de Proyectos del 
Sistema General de Regalías. Retrieved from 
http://www.repository.fedesarrollo.org.co/bitstream/11445/1706/1/Repor_Septiembre_ 
2014_Nu%c3%b1ez_Castro_y_Rincon.pdf 
Fedesarrollo. (2015). Levantamiento y consolidación de la línea de base de las inversiones 
financiadas con recursos del Fondo de Ciencia, Tecnología e Innovación Informe final 
Directora Contenido. Retrieved from 
https://sinergiacp.dnp.gov.co/Sinergia/Archivos/59294464-416a-4458-
a53ac7f2fbc10868/Informe Final Levantamiento de l%C3%ADnea de base FCTeI 
8mayF.pdf 
Gutierrez, F, M. (2016). Capacidad de adaptación al nuevo sistema general de regalías: 
estudio de caso: Gobernación del Meta 2012 – 2015. Bogotá: Universidad Externado 
de Colombia.  
Hernández, H. (2012). Regalías: trascendencia y urgencia. Forme, (pp. 6-13). 
López, T, L. (2016). Impacto de las regalías petroleras de Colombia en las coberturas 
mínimas de acueducto y alcantarillado. Cali: Universidad del Valle.   
Méndez, G, J. (2015). Derechos socio – económicos y ambientales de comunidades 
establecidas en áreas de explotación y explotación petrolera en Colombia. Bogotá: 




Monsalve, E. (2016). Análisis de las regalías petroleras en el desarrollo regional: Una visión 
retrospectiva del departamento de Arauca, 1985 – 2007. Arauca: Universidad 
Nacional.  
O´connor, H.(1962). Crisis mundial del petróleo. Colombia paraíso de la “tropical” (Pp. 239-
255). Caracas: ediciones y distribuciones aurora. 
Penagos, Gustavo. (1997). La descentralización en el estado unitario. Centralización, 
descentralización, participación, regionalización, desconcentración, delegación, 
avocación. (p. 85).Santafé de Bogotá D.C: ediciones  doctrina y ley. 
Pardo, E (1964). Una politica de petróleos. En  Universidad de América. Memórias versión 
magnetofónica (pp.33-46). Santafé de Bogotá.  
Ramirez, S, J. (2017). Análisis del impacto del Nuevo Sistema General de Regalías em los 
indicadores sociales y econômicos: um análisis regional del 2004 al 2016. Bogotá 
D.C.: Universidad Catolica de Colombia.  
Rodriguez, L (2000). Derecho administrativo general y colombiano duodécima edición (PP. 
44-45). Bogotá: Editorial tomos. 
Rojas, D, H., & Parrado, V, B. (2017). Eficiencia e impacto socioeconómico en la ejecución 
de regalías de los municipios El Calvario y Puerto Gaitán. Villavicencio: Unillanos.  
Rojas, F, A. (2015). Reforma al régimen de regalías y desarrollo regional: la experiencia de 
los Departamentos de Arauca y Casanare. Bogotá D.C.: Universidad de los Andes.  






Unimedios de la Universidad Nacional. (2015). Sistema general de regalías. El sabor 
amargo y dulce de la mermelada. Bogotá: Universidad Nacional de Colombia.  
Villar, L., & Álvarez, D. (2015). Lucha integral contra la corrupción en Colombia. Bogotá 
D.C.: Fedesarrollo.  
 
 
 
